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RESUMEN
El estudio de la potestad reglamentaria local pone de manifiesto que los pro-
blemas derivados de su ejercicio no están fundamentalmente relacionados con
los requisitos formales y materiales para su elaboración, sino en atención a su
alcance material, como consecuencia de que nos encontramos ante una potes-
tad que se ejerce en sede gubernativa, pero que goza de importantes singulari-
dades respecto a los reglamentos estatales o autonómicos. En este sentido, la au-
tonomía local y la legitimidad democrática han provocado una reflexión sobre
la vinculación (negativa) del reglamento local a la ley y, como consecuencia de
ello, en atención al espacio que el legislador deja y debe dejar al mismo. 

Palabras clave: potestad reglamentaria local; vinculación negativa; principio de
legalidad.

ABSTRACT
Legal studies on the local implementing powers reveal that issues traditionally
linked with their exercise are not formal or structural in nature, but related to
its substantive scope instead. As we argue in this paper, that is due to the key
differences between national and regional regulations on the one hand, and
that of the local entities on the other. Local autonomy and democratic
legitimacy have triggered a legal argument on the relationship between the
local Regulation and the Law, particularly regarding whether the latter should
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grant a protected dominion to the former, and how wide that dominion
should be.

Key words: local regulatory power; boundaries of discretion; rule of law.

I. INTRODUCCIÓN

El estudio de la potestad reglamentaria local1 pone de manifiesto
que los problemas derivados de su ejercicio no están fundamental-
mente relacionados con los requisitos formales y materiales para su ela-
boración2, sino en atención a su alcance material, como consecuencia
de que nos encontramos ante una potestad que se ejerce en sede gu-
bernativa, pero que goza de importantes singularidades respecto a los
reglamentos estatales o autonómicos. Prueba de ello son los impor-
tantes trabajos elaborados por la doctrina3, los pronunciamientos de
la jurisprudencia en asuntos relacionados con el ejercicio de la potes-
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1 J. M. BAÑO LEÓN, «La ordenación de las normas reguladoras del régimen local», en
Tratado de Derecho Municipal (Dir. S. MUÑOZ MACHADO), tomo I, 3.ª ed., Iustel, 2011; J. M. BAÑO

LEÓN, Límites constitucionales a la potestad reglamentaria, Civitas, 1991; A. GALÁN GALÁN, La
potestad normativa autónoma local, Atelier, 2001; A. EMBID IRUJO, Ordenanzas y reglamentos
municipales en el Derecho español, IEAL, Madrid, 1978. Asimismo, A. EMBID IRUJO, La potes-
tad reglamentaria de las Entidades Locales, Iustel, 2010; F. VELASCO CABALLERO, Derecho local.
Sistema de fuentes, Marcial Pons, 2009; T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «La potestad reglamen-
taria de las Corporaciones locales», en Cuadernos de Derecho Judicial Administración Local,
1995; J. A. FUENTETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en VV.AA.,
Manual de Derecho Local, Iustel, 2010, págs. 87-135; J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal
y la ley, Marcial Pons, 2001; E. GARCÍA DE ENTERRÍA y T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de De-
recho Administrativo I, 16.ª ed., Civitas, 2013; L. PAREJO ALFONSO, La potestad normativa lo-
cal, Marcial Pons, 1998; L. MORELL OCAÑA, El régimen local español, Civitas, 1988; J. L. RIVERO

YSERN, Manual de Derecho Local, Aranzadi, 2000; F. TOSCANO GIL, Autonomía y potestad nor-
mativa local, Comares, Sevilla, 2006. 

2 Al menos así se deriva de los conflictos planteados y resueltos por la jurisdicción de lo
contencioso-administrativo, así como de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

3 J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y la ley, Marcial Pons, 2001; J. M. BAÑO LEÓN,
«La ordenación de las normas reguladoras del régimen local», en Tratado de Derecho Muni-
cipal (Dir. S. MUÑOZ MACHADO), tomo I, 3.ª ed., Iustel, 2011; J. M. BAÑO LEÓN, Límites consti-
tucionales a la potestad reglamentaria, Civitas, 1991; A. GALÁN GALÁN, La potestad normativa
autónoma local, Atelier, 2001; A. EMBID IRUJO, Ordenanzas y reglamentos municipales en el De-
recho español, IEAL, Madrid, 1978. Asimismo, A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de
las Entidades Locales, Iustel, 2010; F. VELASCO CABALLERO, Derecho local. Sistema de fuentes,
Marcial Pons, 2009; T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «La potestad reglamentaria de las Corpo-
raciones locales», en Cuadernos de Derecho Judicial Administración Local, 1995; J. A. FUEN-

TETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en VV.AA., Manual de
Derecho Local, Iustel, 2010, págs. 87-135; E. GARCÍA DE ENTERRÍA y T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ,
Curso de Derecho Administrativo I, 16.ª ed., Civitas, 2013; L. PAREJO ALFONSO, La potestad
normativa local, Marcial Pons, 1998; L. MORELL OCAÑA, El régimen local español, Civitas,
1988; J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local, Aranzadi, 2000; F. TOSCANO GIL, Autonomía
y potestad normativa local, Comares, Sevilla, 2006. Recientemente, J. ORTEGA BERNANDO, De-
rechos fundamentales y ordenanzas locales, Marcial Pons, 2014.
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tad reglamentaria local en materias como la sancionadora4 o la tribu-
taria5, así como la respuesta dada por el propio legislador al hilo del
ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito local, a través de la
Ley 57/2003, de 27 de noviembre, de Medidas de Modernización del Go-
bierno Local, en la que se introduce un nuevo Título XI en la LBRL, que
se rotula «Tipificación de las infracciones y sanciones por las Entida-
des locales en determinadas materias».

Siendo evidente a estas alturas que los municipios gozan de auto-
nomía para la defensa de sus respectivos intereses, cuya consecuencia
inmediata es la existencia de un espacio para atender a sus necesida-
des, la pregunta, en cuanto al ejercicio de la potestad reglamentaria
local, está relacionada con el quantum. Es decir, cuál es o debe ser el es-
pacio que se debe dejar al reglamento local. Dicho en otras palabras,
cuál es el ámbito real de colaboración del reglamento local con la ley.
En nuestra opinión, todas estas reflexiones son sumamente importan-
tes y tienen su origen y razón de ser en la aparición de estudios ten-
dentes a justificar, o incluso ampliar, dicho espacio6, pero olvidando
—tal vez deliberadamente— la necesaria visión de conjunto del pro-
blema y, en definitiva, el papel que al reglamento local —con todo lo cua-
lificado que pueda estar— le pueda corresponder. 

Para más señas, se trata de comprender el verdadero significado y
alcance del ejercicio de la potestad reglamentaria local, al hilo de las
consideraciones realizadas por el Tribunal Supremo en su Sentencia de
7 de noviembre de 2009, en la que advierte que

«una concepción del ámbito o del modo de determinación
de las competencias municipales basada en la idea de la
vinculación positiva que ahí o para ello acarrearía el prin-
cipio de legalidad, de suerte que la Corporación Local sólo
podría actuar en la forma en que previamente hubiera sido
habilitada por el legislador sectorial, no pudiendo dictar
una ordenanza sobre una materia sin la previa habilita-
ción de éste para ello. Sin embargo, hoy en día no es esa
concepción la que mejor se acomoda a una interpretación
de las normas reguladoras del régimen competencial de ta-
les Corporaciones que atienda, como es obligado, a una
que con el carácter de fuente primaria y naturaleza de Tra-
tado fue incorporada a nuestro Ordenamiento, cual es la
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4 Por todas, STC 132/2001, de 8 de junio.
5 Entre otras, 19/1987, 221/1992 y, fundamentalmente, 233/1999, de 16 de diciembre.
6 El último ejemplo lo encontramos en la obra de J. ORTEGA BERNArDO, Derechos funda-

mentales y ordenanzas locales, Marcial Pons, 2014. 
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Carta Europea de Autonomía Local, de 15 de octubre de
1985, ratificada por España por Instrumento de 20 de ene-
ro de 1988. Ni es tampoco la que mejor se adecua a algunos
pronunciamientos de este Tribunal Supremo que ya la han
tenido en cuenta, en los que se abre paso la idea de una
vinculación negativa, que permite a aquéllas sin previa ha-
bilitación legal actuar, dictando también ordenanzas, en
toda materia que sea de su competencia, si al hacerlo no
contradice ni vulnera la legislación sectorial que pudiera
existir»7. 

Pronunciamiento que será analizado con la finalidad de responder
al significado que el Tribunal Supremo da a la vinculación del regla-
mento local a la ley. Debiendo advertir desde este instante que el pre-
sente trabajo no tiene como pretensión la ampliación injustificada de
la actuación del municipio a través del ejercicio de la potestad regla-
mentaria. Conscientes en todo momento de que la autonomía local es
un importante principio, debe ser entendido como una realidad que, ini-
cialmente y en origen, está y nace limitada. Nuestra intención guarda
relación, por tanto, con la necesidad de delimitar su margen material
de actuación, tratando de contribuir en la necesaria coherencia nor-
mativa y en la no menos relevante seguridad jurídica. Analizando en este
sentido si la reciente modificación de la LBRL, en la que se pretende cla-
rificar el mapa competencial local, supone un avance en dicho propó-
sito, toda vez que la potestad reglamentaria local está estrecha y di-
rectamente vinculada a las competencias expresamente atribuidas y
no sólo al mero «interés local». 

Para ello dividiremos el presente trabajo en tres partes claramente
diferenciadas pero interconectadas. En primer lugar, atenderemos a
los elementos que permiten singularizar el reglamento local (posición
institucional de la Administración local; autonomía local; legitimidad
democrática), analizando su verdadera proyección sobre su ejercicio
material. En segundo lugar, atenderemos a los límites derivados del
principio de legalidad, la necesaria —o no— habilitación legal y el al-
cance de la reserva de ley. Finalmente, procederemos a realizar un aná-
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7 STS de 7 noviembre de 2009, FD 3. Asimismo, el propio Consejo de Estado, en su Dic-
tamen de 23 de febrero de 1995, y en respuesta a un conflicto derivado del ejercicio de la po-
testad reglamentaria en relación con la potestad sancionadora, se hace eco de las singulari-
dades que vienen a caracterizar al reglamento local, advirtiendo al respecto que «hay que
convenir que la potestad sancionadora tiene su pleno reconocimiento en la ley y sus límites en
la misma, y es expresión de la autonomía municipal y de la legitimidad democrática municipal,
siempre que no se oponga a la ley y que las Ordenanzas cumplan las exigencias de legalidad, de
modo que, para asegurar la efectividad de la Ordenanza, dentro de la competencia municipal pue-
den tipificar infracciones y sanciones, aunque no sean ejecución o desarrollo de una ley».
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lisis de la jurisprudencia en atención a las distintas respuestas que ha
dado a los reglamentos locales, diferenciando al respecto las materias
objeto de regulación (organizativa, tributaria, sancionadora, libertad de
empresa, etc.). Instante éste en el que se observarán las posibilidades
reales del ejercicio de la potestad reglamentaria local.

Finalmente, debemos destacar que los reglamentos locales objeto de
nuestro estudio son los derivados del ejercicio de la potestad regla-
mentaria por el Pleno municipal8. 

II. LA SINGULAR CONFIGURACIÓN DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA LOCAL

Siendo el reglamento una norma escrita dictada por una Adminis-
tración pública, y ostentando la Administración local potestad regla-
mentaria, nos encontramos ante la posibilidad de que, en ejercicio de
la misma, participe en la formación del ordenamiento jurídico. Y es en-
tonces cuando se pone de manifiesto la relevancia del análisis del al-
cance material del ejercicio de la potestad reglamentaria en atención a
sus principales características: secundaria; subalterna; inferior y com-
plementaria a la ley; obra de la Administración pública; limitada; li-
bremente justiciable por el juez. Conscientes, en todo momento, de
que no nos encontramos ante una ley, ni ante un acto administrativo ge-
neral, ni ante un reglamento estatal o autonómico, sino local. Por lo que
su análisis no puede culminar con la teoría general del reglamento9, pre-
cisando un análisis singular desde el instante en el que el producto
normativo que nos ocupa se diferencia por el titular que la tiene atri-
buida (la Administración local) y por tres elementos capitales, claves res-
pecto a su ejercicio: la autonomía local, constitucionalmente consa-
grada (arts. 137, 140 y 141 CE); la legitimidad democrática (art. 140 CE)
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8 Por cuanto son éstos los productos normativos que más han requerido la atención de
la doctrina, del legislador y de la propia jurisprudencia por tratarse de los más relevantes des-
de una doble perspectiva, cuantitativa y cualitativa. Cuestión ésta que conviene remarcar
dada la gran disparidad de Administraciones locales (territoriales y no territoriales) y, lo que
es más relevante, la diversidad de órganos titulares de tan importante potestad. Máxime si te-
nemos presentes los regímenes especiales derivados de la capitalidad, ser una gran ciudad,
la insularidad o la siempre olvidada realidad de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla.
Por poner algunos ejemplos. Aplicable al ejercicio de la potestad reglamentaria por el Pleno
de la Diputación Provincial y de las Islas, pero siendo sustancialmente diferente respecto al
resto de órganos pertenecientes a entidades locales territoriales y no territoriales y que ostentan
la potestad reglamentaria por atribución legal.

9 Resumidamente, Formales: a) competencia para emanar reglamentos; b) la jerarquía nor-
mativa; c) el procedimiento de elaboración; y Materiales: a) el respeto a los PGD; b) las téc-
nicas de control de la discrecionalidad; c) la materia reglamentaria; d) la irretroactividad. Cuyo
estudio se aborda con rigor y profundidad por E. GARCÍA DE ENTERRÍA y T. R. FERNÁNDEZ

RODRÍGUEZ, Curso de Derecho Administrativo I, 2013. Asimismo, vid. J. M. BAÑO LEÓN, Lími-
tes constitucionales de la potestad reglamentaria, Civitas, Madrid, 1991.
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y la mayor participación ciudadana en su elaboración (art. 49 LBRL).
Elementos que vienen a justificar un estudio que nos permita entender
el significado y alcance del reglamento local como producto normati-
vo derivado del ejercicio de una potestad especialmente intensa, vin-
culada a la autonomía local y ejercida por órganos integrados por per-
sonas elegidas democráticamente10. Se trata, en definitiva, de que la
Administración no sólo es sujeto del derecho, sino que tiene capacidad
para configurar el ordenamiento jurídico, si bien dentro de unos lími-
tes11. Cuáles sean y con qué alcance se pueda ejercer la potestad re-
glamentaria local es lo que pretendemos clarificar desde la perspecti-
va de la relación ley-reglamento local. Ahora bien, para ello resulta
imprescindible centrarse con antelación en los elementos que vienen a
poner al reglamento local en una posición singular respecto a los
reglamentos estatales y autonómicos. Advirtiendo desde este mismo
instante que el problema tal vez esté relacionado no con su reconoci-
miento —indiscutible a todas luces—, sino con el alcance de su reper-
cusión sobre el grado de intensidad de la colaboración del reglamento
local con la ley y, por ende, sobre el espacio regulatorio que pueda co-
rresponder al reglamento local.

A estos efectos debemos hacer unas referencias a conceptos de so-
bra conocidos como son el de «Administración local», «autonomía lo-
cal» y «legitimidad democrática», conectando su significado y proyec-
ción respecto del ejercicio de la potestad reglamentaria local.

1. La Administración local

El ámbito material del ejercicio de la potestad reglamentaria local
es una cuestión ampliamente debatida y directamente relacionada con
el modelo de Estado implantado a lo largo de la historia. Centrados en
el modelo derivado de la Constitución española de 1978, debemos re-
marcar que la discusión doctrinal en torno a tan importante potestad
ha sido sumamente intensa, en un evidente intento por ampliar, en oca-
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10 Como advierte FUENTETAJA, la autonomía local y la legitimidad democrática de los ti-
tulares de los órganos de gobierno cualifican decisivamente las normas locales y las sitúan
en una posición especial en sus relaciones con las leyes y reglamentos del Estado y de las Co-
munidades Autónomas. J. A. FUENTETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración
Local», en Manual de Derecho Local (Dirs. J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ),
Iustel, 2012.

11 En este sentido, la STC de 14 de junio de 1982 advierte que «la distinción clásica en-
tre Ley y Reglamento recibe su sentido de la necesidad de diferenciar, en razón de sus fuen-
tes, las normas procedentes de un poder potencialmente ilimitado (dentro de la Constitución),
y las dictadas por otro que, por el contrario, es radicalmente limitado y, salvo muy contadas
excepciones, sólo puede actuar cuando el primero lo habilita».
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siones hasta lo injustificable, el ámbito de actuación del reglamento
local12. 

No se trata ahora de realizar un excurso sobre la Administración
local13, sino de escenificar cuál es su posición institucional desde la
perspectiva del reconocimiento de una potestad para elaborar, aprobar
y modificar normas de naturaleza reglamentaria, en el seno y como
consecuencia de una autonomía reconocida en sede constitucional14. En
este sentido, siendo cierto que el orden jurídico-político establecido por
la Constitución asegura la existencia de determinadas instituciones, a las
que se considera como componentes esenciales y cuya preservación se
juzga indispensable para asegurar los principios constitucionales, esta-
bleciendo en ellas un núcleo o reducto indispensable por el legislador15.
Siendo cierto que la potestad reglamentaria local, atribuida originaria-
mente por la Constitución y consecuencia directa de la autonomía local
constitucionalmente consagrada, se caracteriza por definir y fijar la po-
sición institucional del municipio, debemos preguntarnos si ello signi-
fica también una determinada concepción de la potestad reglamentaria
local en cuanto a su ámbito material de actuación. Así, estando de acuer-
do con que los municipios como titulares de la potestad reglamentaria
no pueden ser considerados como un mero aparato administrativo del
Estado16, y que de la autonomía constitucionalmente reconocida hay que
extraer consecuencias de contenido jurídico directamente relacionadas
con la comprensión de la potestad reglamentaria local consistentes en
provocar —incluso— una mayor amplitud en su ejercicio17, se hace ne-
cesario un detenido análisis para determinar su alcance real. 
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12 Sobre ello da debida cuenta J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local, 6.ª ed., Ci-
vitas, 2010, págs. 96 y ss.

13 Si se quiere profundizar sobre dicho concepto y su evolución histórica, vid. L. MO-

RELL OCAÑA, El régimen local español, Civitas, Madrid, 1988. Asimismo, F. SOSA WAGNER, Ma-
nual de Derecho Local, Aranzadi, 2000; VV.AA., Manual de Derecho Local (Dirs. J. A. FUENTE-

TAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ), Iustel, 2012; VV.AA., Tratado de Derecho Municipal
(Dir. S. MUÑOZ MACHADO), 3.ª ed., Iustel, 2011; J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local,
Civitas, 2010. 

14 En este sentido, EMBID IRUJO advierte de que la problemática relativa a la relación en-
tre fuentes del Derecho y a las características de los titulares de la producción normativa
exige profundizar sobre la estructura constitucional de los poderes públicos. A. EMBID IRU-

JO, «Ordenanzas y Reglamentos municipales», en VV.AA., Tratado de Derecho Municipal
(Dir. S. MUÑOZ MACHADO), tomo I, 3.ª ed., Iustel, Madrid, pág. 749. Como señala BLASCO

DÍAZ, «se hace necesario que su tratamiento parta del sentido y configuración constitucio-
nal de la autonomía local y, en consecuencia, de la posición que gozan los municipios en su
sistema, lo que posibilita la apreciación de la especial naturaleza de las ordenanzas locales».
J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial Pons, 2001, pág. 19.

15 STC 32/1981, en su FJ 3.
16 A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de las Entidades Locales, Iustel, 2010, pág. 109. 
17 Como así viene a explicar J. M. BAÑO LEÓN, Los límites constitucionales de la potestad

reglamentaria (remisión normativa y reglamento independiente en la Constitución de 1978), Ci-
vitas, Madrid, 1990, págs. 147 y ss.
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El que los municipios tengan una potestad reglamentaria con ori-
gen en la propia Constitución no puede llevarnos a admitir que osten-
tan, sin más aclaración, un poder normativo autónomo18. La necesidad
de poner en conexión el modelo territorial instaurado por la Constitu-
ción con el reconocimiento de autonomía local que se deriva del mis-
mo debe ser interpretada más allá de las aparentes consecuencias de un
Estado democrático, en el sentido de un Estado plural desde el punto
de vista territorial19. Pero no para desconocer u omitir la propia reali-
dad de las cosas, sino por prudencia jurídica. En este sentido, de la
misma manera que debemos admitir la posición institucional de la Ad-
ministración local, debemos reconocer que el interés general que le
corresponde proteger y promover está por debajo y, al mismo tiempo,
incardinado en el interés general provincial, autonómico y estatal. Lo
que nos lleva a realizar las siguientes reflexiones.

Primero, como se podrá imaginar, no es equiparable la voluntad
del legislador con la voluntad vecinal, debiendo advertir al mismo tiem-
po que el principio de unidad y de igualdad territorial se erige en límite
al de autonomía20. Lo que, eso sí, tampoco puede suponer una elimi-
nación absoluta de un cierto margen de actuación de tan importante po-
testad normativa, cuya razón de ser primigenia trae causa de la propia
autonomía, no estando —por tanto— justificado que hablemos de la in-
existencia de una potestad en la que se permita —en su caso— innovar
el ordenamiento jurídico, sino de cuál es el espacio que le pueda llegar
a corresponder al reglamento local. 

En segundo lugar, se suele defender que la posición institucional que
la Constitución otorga a los municipios exige una reflexión que permita
diferenciar la unidad de la uniformidad21. Ahora bien, será necesario
descifrar a qué nos estamos refiriendo cuando apelamos a la unifor-
midad y si la misma permite regulaciones creadoras de derecho o, sim-
plemente, de aplicación y ejecución de las leyes. Cuestión que exigirá
un análisis del ejercicio de la potestad reglamentaria local en relación
con las distintas competencias locales atribuidas, digámoslo ya, ex lege.

En consecuencia, siendo real la existencia de una tendencia doctrinal
dirigida a «revalorizar» la posición de la potestad normativa local en el
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18 Como viene a reconocer A. PEÑALVER CABRÉ, La regulación municipal de los residuos,
Cedecs, Barcelona, 1997, págs. 121 y ss.

19 I. SANZ RUBIALES, «Principio de legalidad y potestad sancionadora en la Administración
Local», en REALA, núm. 264, 1994. 

20 Es decir, en la misma reserva de ley está ínsito el principio de unidad como límite al
de autonomía. T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «La potestad reglamentaria de las Corporaciones
Locales», en Cuadernos de Derecho Judicial Administración Local, 1995.

21 A. GALÁN GALÁN, La potestad normativa autónoma local, Atelier, Barcelona, 2001,
pág. 75.
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sistema de fuentes, ello nos obliga a clarificar22 las relaciones entre los
reglamentos locales y las leyes. Es más, si el análisis de la posición ins-
titucional de la Administración local se realiza al margen de la propia
realidad territorial en la que ésta se incardina y, por ende, del sistema
de fuentes que se deriva del mismo, nos llevará a confundir sin reme-
dio el alcance material que pudiera corresponder al reglamento local.
Y, lo que es más importante, nos llevará a defender un margen de ac-
tuación del mencionado reglamento que no se corresponda con lo que
del mismo se deba y pueda esperar. Consecuentemente, tenemos la
sensación de que estamos en un momento en el que la funcionalidad del
reglamento local sólo será respetada en tanto en cuanto se acepte que
el mismo puede y debe innovar el ordenamiento jurídico y que para ello
no precisa de habilitación legal. Lo que nos obliga a preguntarnos si es
ésa su verdadera funcionalidad, consecuencia directa e inmediata de la
posición institucional del municipio.

Así parece manifestarlo el propio Tribunal Constitucional en aten-
ción a la materia tributaria, al advertir que: 

«La reserva de Ley prevista en el art. 31.3 CE no pue-
de entenderse desligada de las condiciones propias al
sistema de autonomías territoriales que la Constitución
consagra (art. 137) y específicamente —en el presente pro-
ceso— de la garantía constitucional de la autonomía de los
municipios (art. 140), tanto más cuando el art. 133.2 CE
establece la posibilidad de que las Comunidades Autóno-
mas y las corporaciones locales establezcan y exijan tri-
butos, de acuerdo con la Constitución y las Leyes, procu-
rando así la Constitución integrar las exigencias diversas
en este campo, de la reserva de Ley estatal y de la auto-
nomía territorial, autonomía que, en lo que a las corpo-
raciones locales se refiere, posee también una proyección
en el terreno tributario, pues éstas habrán de contar con
tributos propios y sobre los mismos deberá la Ley reco-
nocerles una intervención en su establecimiento o en su
exigencia, según previenen los arts. 140 y 133.2 de la mis-
ma Norma fundamental»23.

Si bien su lectura detenida y su puesta en perspectiva ponen de ma-
nifiesto que ello no supone una abdicación de la tarea que le corres-
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22 A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de las entidades locales, Iustel, 2010, págs. 105
y ss.

23 STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 10.b). Asimismo, STC 132/2001, de 8 de junio,
FJ 5.
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ponde al legislador, ni menos aún que la potestad tributaria local pue-
da abstraerse del marco legal de referencia. Cuestiones que ahora sólo
apuntamos, pero sobre las que iremos profundizando a lo largo del
trabajo.

2. La autonomía local

Directamente conectado con lo anterior debemos traer a colación la
autonomía local, que viene reconocida expresamente en los artículos
137 y 140 CE, en el bien entendido de que la potestad reglamentaria es
símbolo y consecuencia directa de la misma24. O, más exactamente,
debe ser entendida como una potestad «inherente» a la autonomía
plasmada en el artículo 140 CE25. En este sentido, la cláusula de la au-
tonomía local significa el reconocimiento constitucional de un poder
normativo local26. De tal manera que la autonomía debe ser compren-
dida27, entre otras cosas, como el poder para crear un propio ordena-
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24 Así se deriva de la STS de 27 de marzo de 1985. Sobre el significado y alcance de la au-
tonomía local, vid. A. FANLO LORAS, Fundamentos constitucionales de la autonomía local,
CEC, Madrid, 1990.

25 STC 214/1989 (FJ 6). En este mismo sentido, el artículo 3.1 de la CEAL utiliza como
elemento definidor de la autonomía local el derecho a «ordenar» una parte importante de los
asuntos públicos.

26 A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de las entidades locales, Iustel, 2010, pág. 29.
Asimismo, SOSA WAGNER señala que nos encontramos ante el instrumento normativo por
excelencia de las entidades locales territoriales. F. SOSA WAGNER, Manual de Derecho Local,
Aranzadi, 2000.

27 Si se quiere profundizar sobre el significado y alcance del principio de autonomía lo-
cal, vid. J. GARCÍA MORILLO, La configuración constitucional de la autonomía local, Marcial Pons,
1998; J. ESTEVE PARDO, «Garantía institucional y/o función constitucional en las Bases del Ré-
gimen Local», en REDC, núm. 31, 1991; J. GARCÍA ROCA, «El concepto actual de autonomía
local según el bloque de constitucionalidad», en REALA, núm. 282, 2000; J. GARCÍA FERNÁN-

DEZ, «Derecho constitucional y entidades locales. Sistema de fuentes y autonomía como fun-
damentos constitucionales básicos del derecho local», en Parlamento y Constitución. Anua-
rio 6, Cortes de Castilla-La Mancha, Universidad de Castilla-La Mancha, 2002. En contra,
L. PAREJO ALFONSO, Garantía institucional y autonomías locales, IEAL, Madrid, 1981; L. PAREJO

ALFONSO, «La autonomía local», en REALA, núm. 229, 1986; L. PAREJO ALFONSO, «Comuni-
cación» recogida en J. GARCÍA MORILLO, La configuración constitucional de la autonomía lo-
cal, Seminario de Régimen Local, Marcial Pons, Madrid, 1998; L. PAREJO ALFONSO, «La au-
tonomía local en la Constitución», en VV.AA., Tratado de Derecho Municipal (Dir. S. MUÑOZ

MACHADO), tomo I, Civitas, Madrid, 2003; L. PAREJO ALFONSO, «La garantía institucional y
las competencias locales», en Informe sobre el Gobierno Local, MAP-Fundació Pi-Sunyer, Ma-
drid, 1992, págs. 355 y ss.; J. L. CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, «El debate sobre la autonomía
municipal», en RAP, núm. 147, 1998. Igualmente crítico con la teoría de la garantía institu-
cional se muestra J. A. SANZ MORENO, El Universo local. Nación y Estado, Constitución y Au-
tonomías, Granada, Comares, 2005, págs. 131 y ss. Finalmente, podemos destacar la obra de
F. TOSCANO GIL, Autonomía y potestad normativa local, Comares, Sevilla, 2006, págs. 55 y ss.
El mencionado autor recoge, de una forma somera pero muy ilustrativa, la discusión doctrinal
sobre la teoría de la garantía institucional. Vid. F. VELASCO CABALLERO, Autonomía municipal,
ponencia presentada en el II Congreso de la Asociación Española de Profesores de Derecho
Administrativo, Santander, 2 de febrero de 2007; J. L. CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, Una nue-
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miento jurídico28, siendo importante destacar que se trata de un orde-
namiento jurídico limitado, que debe respetar la Constitución y la ley
(estatal y autonómica). 

La potestad reglamentaria local está al servicio de la autonomía lo-
cal, para dar contenido a su actividad en la defensa de los intereses lo-
cales. Por lo que desde el instante en el que la Constitución reconoce la
autonomía local, y la potestad reglamentaria es consecuencia lógica
de la misma, ello debe suponer el respeto a un margen suficiente de au-
tonomía en su ejercicio y para su ejercicio29. Dicho de otra manera, el
margen de actuación está íntimamente unido a la autonomía, lo que sig-
nifica que su limitación puede atentar contra la misma. De tal forma que
si la ley fuera completa y exhaustiva vaciaría al reglamento local de
sentido y de contenido, eliminando todo viso de autonomía local30. 

Directamente relacionado con ello, debemos plantear si el recono-
cimiento de la autonomía local supone o debe suponer un límite al le-
gislador cuando regula materias de interés local. Sin que ello suponga
alterar el sistema de fuentes, pues la Constitución consagra la prima-
cía de la ley (art. 9.3 CE), pero sí puede erigirse en un importante con-
dicionante a la función que le corresponde al legislador. En otras
palabras y como acertadamente viene a describir FUENTETAJA, «el re-
conocimiento de una potestad normativa local, en cuanto que exigen-
cia constitucional, se erige en un límite al legislador cuando regula
materias de interés local. No obstante lo cual, la legislación condicio-
na el alcance de la potestad normativa local, bien porque la Constitu-
ción reserva la regulación de determinadas materias a la ley, bien por-
que la regulación legislativa establece el marco normativo dentro del
cual se puede desplegar dicha potestad y condiciona las relaciones en-
tre la ley y la norma local»31. En este sentido, la menor regulación del
legislador a favor de garantizar un espacio a la autonomía local no sig-
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va reflexión sobre la Autonomía Municipal, ponencia presentada en el II Congreso de la Aso-
ciación Española de Profesores de Derecho Administrativo, Santander, 2 de febrero de 2007;
J. FERNÁNDEZ-MIRANDA FERNÁNDEZ-MIRANDA, «El principio de autonomía local y la posible
superación de la teoría de la garantía institucional», en RAP, núm. 175, 2008, págs. 113-156.

28 Así lo advierte el Tribunal Supremo en Sentencia de 15 de junio de 1992, al señalar que
«la actividad administrativa concretada en la elaboración de una ordenanza, es una mani-
festación de la autonomía municipal» (FD 2, apartado segundo, inciso final).

29 J. A. FUENTETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en Manual
de Derecho Local (Dirs. J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ), Iustel, 2012.

30 En opinión de BLASCO DÍAZ, «de suprimirse el potencial de decisión municipal, des-
aparece uno de los elementos esenciales de la autonomía». J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza mu-
nicipal y reserva de ley, Marcial Pons, Madrid, 2001, pág. 141. Asimismo, J. A. FUENTETAJA

PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en Manual de Derecho Local
(Dirs. J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ), Iustel, 2012, pág. 126.

31 J. A. FUENTETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en Manual
de Derecho Local (Dirs. J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ), Iustel, 2012,
pág. 126.
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nifica —ni debe significar— la abdicación de su función constitucional
y del debido respeto a la reserva de ley articulada por la Carta Magna32. 

Es más, la autonomía local tiene tal repercusión que si atendemos
a la justificación normativa de la autonomía local y a su indiscutible in-
fluencia sobre el ejercicio de la potestad reglamentaria debemos aten-
der no sólo a los preceptos constitucionales, sino también a los Estatutos
de Autonomía, la Carta Europea de Autonomía Local, la Ley Reguladora
de las Bases del Régimen Local y el propio Texto Refundido de Régimen
Local. 

Analizados ya los preceptos constitucionales, debemos destacar la
redacción de los nuevos Estatutos de Autonomía aprobados a partir
de 2006, los que no sólo reconocen la autonomía local, sino que pro-
ceden a su desarrollo, conectando la misma con el ejercicio efectivo de
la potestad reglamentaria local33. 

Desde esta misma óptica, el artículo 55 TRRL prohíbe las ordenanzas
que contengan «preceptos contrarios a las Leyes», pero no manda que sólo
existan ordenanzas cuyo contenido sea estricto desarrollo de las leyes.
Dicho lo cual, el precepto de referencia no tiene carácter básico34, si bien
es claro en cuanto a la exposición que en este momento estamos realizando
a los efectos de determinar si la sujeción del reglamento local al principio
de legalidad implica una vinculación positiva o negativa. En efecto, el
precepto acabado de citar —y más allá de su carácter básico o no— es ex-
presión bien clara de que las entidades locales guardan con la ley de co-
bertura una relación definida conceptualmente como de vinculación ne-
gativa, y no de vinculación positiva, que es la existente cuando media una
relación entre ley y reglamento, en que éste desarrolla y complementa, en
lo permitido por la ley, lo definido por el legislador.

En tercer lugar, el artículo 3.1 CEAL establece que «por autonomía
local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades Lo-
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32 Como así lo advierte la STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 19. Asimismo, la STC
132/2001, de 8 de junio, en su FJ 5. Dicho de otra manera, «concluimos que aquella concep-
ción flexible de la reserva de ley tributaria —en relación a las ordenanzas fiscales— no tole-
raba la renuncia de la ley a todo encuadramiento normativo». STC 233/1999, FJ 10.c). 

33 En este sentido podemos destacar los casos de Cataluña, Aragón, Andalucía, Baleares
y Castilla y León: Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía
de Cataluña; Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para
Andalucía; Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Ara-
gón; Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de Illes
Balears; Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía
de Castilla y León.

34 Disposición final séptima TRRL. En este sentido, el propio Consejo de Estado, en su
Dictamen de 23 de febrero de 1995 (número de expediente 1749/1995), advierte en atención
a la relación de supremacía o sujeción especial lo siguiente: «Esta vinculación negativa se ex-
presa claramente en el artículo 55 del Texto Refundido de Régimen Local de 1986: en ningún
caso contendrán preceptos opuestos a las leyes».

08-Fernández-Miranda.qxp  11/3/15  09:54  Página 240



cales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos pú-
blicos, en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad y en be-
neficio de sus habitantes». Poniéndose de manifiesto que en respues-
ta a la autonomía reconocida no sólo deben poder gestionar, sino
también ordenar, cuestión ésta directamente vinculada al ejercicio de
la potestad reglamentaria y a la determinación de la existencia de un
margen de actuación.

Siempre, eso sí, cuando actúen dentro de sus competencias, como
así exige el artículo 4.1 LBRL35. Destacando al respecto que deben que-
dar comprendidas las denominadas como competencias propias, en
la medida que son las que se ejercen con autonomía y plena responsa-
bilidad. 

Todas estas reflexiones parecen conducir —sin remisión— a la cons-
trucción teórica de la vinculación negativa, cuya consecuencia inme-
diata es que las entidades locales gozan, en el ámbito de su competen-
cia y en el marco definido de la ley, de una potestad de ordenanza de
modo que podrán promulgar ordenanzas que no estén en oposición a
la ley, y que no excedan del ámbito previsto en la ley de cobertura. Afir-
mación ésta que tiene más contenido del que inicialmente luce a pri-
mera vista. En este momento nos interesa destacar que si bien la au-
tonomía supone una limitación al ejercicio de la función encomendada
al legislador, quien debe respetar el reducto indisponible derivado de la
misma, no supone que éste deba renunciar a su función constitucional,
siendo su alcance diverso —más o menos amplio— en función de la ma-
teria objeto de regulación y de la existencia de reserva de ley. Asimis-
mo, que aun en el caso de que no exista reserva de ley, el legislador
tiene capacidad para regular cualquier materia, entrando en juego el
principio de reserva de ley formal. Conscientes, eso sí, de que en uno
y otro caso viene el legislador obligado a aceptar un espacio que respete
el principio de autonomía local constitucionalmente consagrado.

3. La legitimidad democrática

Finalmente, debemos destacar que la importancia capital de la po-
testad reglamentaria local radica en la legitimidad democrática que
caracteriza al municipio36 y a los órganos que tienen atribuida la po-
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35 En este sentido, vid. la STS de 15 de junio de 1992, FJ 2.
36 Al respecto destaca la STC 103/2013, en cuyo FJ 6 advierte que «si bien el principio re-

presentativo constituye el fundamento de la autonomía local y por tanto es predicable de to-
das las entidades locales constitucionalmente garantizadas, este principio ha sido consagra-
do para los municipios con una intensidad especial, mediante una regulación bastante más
minuciosa, que contrasta con la menor densidad normativa con que la norma fundamental 
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testad reglamentaria, y fundamentalmente a los reglamentos y orde-
nanzas emanados del Pleno. 

Sobre este elemento diferenciador no vamos a insistir más por el mo-
mento, siendo suficiente con su simple concreción a los efectos de de-
jar clara la importante diferencia existente entre los responsables del
ejercicio de la potestad reglamentaria en el Estado y Comunidades Au-
tónomas y en el ámbito municipal. En resumen, el plus democrático que
caracteriza al reglamento municipal no es una casualidad, y dicha ca-
sualidad no puede considerarse irrelevante. Estamos, por tanto, ante
una Administración legitimada democráticamente, lo que, en última ins-
tancia, representa el único elemento institucionalizado del principio de-
mocrático en el ámbito ejecutivo37. Extremo éste del que se hace eco el
Tribunal Constitucional38 en asuntos relativos a la materia tributaria. 

4. Su proyección sobre la potestad reglamentaria local

Llegados a este punto resulta evidente la diferencia existente entre
los reglamentos emanados del Pleno y los reglamentos autonómicos y
estatales, en la medida que, teniendo en todos los casos origen gu-
bernativo, los locales se caracterizan por su legitimación democrática39

(art. 140 CE), por tener su origen y razón de ser en el principio de au-
tonomía local, entendido como capacidad de autonormarse en el ám-
bito de sus competencias (arts. 137 y 140 CE y 3.1 CEAL), y por gozar
de una mayor participación en su procedimiento de elaboración
(art. 49 LBRL).

Consecuentemente, SOSA WAGNER afirma con rotundidad que «las
Corporaciones locales, como organizaciones integradas por represen-
tantes elegidos democráticamente, no pueden quedar reducidas al pa-
pel de terminal o extremidad de las demás Administraciones Públicas,

EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD... JORGE FERNÁNDEZ-MIRANDA FERNÁNDEZ-MIRANDA

Revista de Administración Pública
242 ISSN: 0034-7639, núm. 196, Madrid, enero-abril (2015), págs. 229-269

lo ha recogido para Islas y Provincias». Al respecto, vid. A. FANLO LORAS, Fundamentos cons-
titucionales de la autonomía local, CEC, Madrid, 1990, págs. 267 y ss.

37 A. EMBID IRUJO, «Autonomía municipal y Constitución: aproximación al concepto y sig-
nificado de la declaración constitucional de la autonomía municipal», en REDA, núm. 30,
1981. Referencia que hace FANLO LORAS, advirtiendo de los riesgos derivados de la propia or-
ganización local y de la posibilidad de que dicha legitimidad se rompa como consecuencia
de que su ejercicio no sea realizado por los concejales elegidos democráticamente o por ór-
ganos en los que queda encarnada dicha representación. Advierte de las dificultades deriva-
das de atribuir ciertas competencias (entre las que estaría, sin duda, la potestad reglamentaria)
al órgano ejecutivo y en el que no se respeta la representatividad de la oposición. A. FANLO LO-

RAS, Fundamentos constitucionales de la autonomía local, CEC, Madrid, 1990, págs. 267 y ss.
En este sentido se puede destacar, como caso más evidente, el derivado de la Carta Munici-
pal de Barcelona, aprobada por Ley autonómica 22/1998, de 30 de diciembre.

38 STC 19/1987, de 17 de febrero, FJ 4, y STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 10.a).
39 En cuanto a su alcance, STC 103/2013, FJ 6.
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privadas de la posibilidad de ofrecer unas señas políticas de identidad
determinadas, pues para ese viaje no hubiera sido necesario llenar las
alforjas de valores constitucionales tan altisonantes. Éste es, pues, un lí-
mite impuesto por el valor constitucional de la autonomía local, del po-
der de conformación de la ley que debe dejar espacios libres que per-
mitan a la Corporación tomar decisiones políticas. No otra cosa quiere
decir la distribución territorial del poder político. La autonomía de los
entes locales ha de verse siempre bajo la luz que le proyecta el sistema
democrático en el que se inserta, donde cobra el relieve que la Consti-
tución ha querido atribuirle»40. Siendo el problema la concreción de
dicha abstracción teórica. Es decir, pretender negar la influencia que la
autonomía local o la legitimidad democrática tienen en la manera de
comprender lo que es y representa la Administración local, concretada
ahora respecto al ejercicio de la potestad reglamentaria, que es lo que nos
interesa, sólo nos llevaría a alejarnos de la realidad de las cosas, no so-
lamente desde un punto de vista fáctico, sino también jurídico. 

Al mismo tiempo, no se puede cantar victoria apresuradamente,
fiando la misma a la rotundidad —al menos aparente— de los argu-
mentos jurídicos esgrimidos hasta ahora. Y ello porque, como resulta evi-
dente, la ansiada victoria no parece tener sus lógicas —y para algunos
ansiadas— consecuencias. ¿Será que existen otras fuerzas que, respe-
tando su singularidad, ajustan su ejercicio y, en consecuencia, su espa-
cio de actuación? Parece evidente que se debe dar un paso más en aras
a lograr definir el ámbito material de actuación del reglamento local, par-
tiendo de la base de que su negación sería un supuesto de infracción
constitucional41. Siendo éste uno de los extremos posibles, hay que pro-
curar determinar su alcance y extensión, siempre conscientes de que di-
cho principio constitucional no puede ser interpretado tampoco como
una «patente de corso» que permita a la Administración local un ejer-
cicio de tan importante potestad normativa sin límite ninguno. Deter-
minando, entre otras cuestiones, qué aspectos quedan en un ámbito
superior sobre la base de la necesaria uniformidad e igualdad y qué
otros aspectos, rigurosamente particulares, no cercenan aquéllos per-
mitiendo —sin embargo— el desenvolvimiento de la autonomía local42.
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40 F. SOSA WAGNER, Manual de Derecho Local, Aranzadi, 2000, pág. 59. Asimismo, J. L. BLAS-

CO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial Pons, 2001, pág. 27. Otros autores van más allá,
apuntando que «la autonomía local es expresiva de un poder público territorial; es una ga-
rantía para la participación de las colectividades locales en el gobierno de sus intereses; en
consecuencia, es portadora de un poder de decisión política; y se reconoce para la gestión de
sus propios intereses». J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial Pons, 2001,
pág. 27.

41 L. MORELL OCAÑA, El régimen local español, Civitas, Madrid, 1988, pág. 171. 
42 En palabras de BLASCO DÍAZ, «se trata, por consiguiente, de una labor dirigida a de-

terminar cuáles son las consecuencias de que un Ente local esté dotado de autonomía, de de-
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Es a la ley a la que —en cumplimiento de la Constitución— le va a
corresponder delimitar la autonomía de las entidades locales y, por
ende, su poder normativo. Ahora bien, ¿con qué alcance?, ¿qué margen
de actuación deberá reservar a la potestad reglamentaria?, ¿cuál es la
función constitucional43 (en este caso) de la ley? En atención a la cual
debemos ser conscientes de que la labor del legislador no ha de limitarse
al cumplimiento de la reserva de ley, sino que, en ejercicio de su acti-
vidad, debe atender a otros principios constitucionales como es el de la
autonomía local. En este sentido, surge la necesidad de conciliar estos
dos importantes principios, la reserva de ley y la autonomía local. Cons-
cientes, asimismo, de que el legislador no puede, bajo ningún concep-
to, renunciar a sus obligaciones constitucionales, entregando la regu-
lación al reglamento local.

En este punto debemos considerar que la relación ley-reglamento lo-
cal exige atender a una doble variante44: por un lado, desde la pers-
pectiva del papel que al legislador ordinario le corresponde asumir
frente a las entidades locales, cuya autonomía está constitucionalmente
garantizada. En la medida que dicha función difiere, debiendo dejar
márgenes o ámbitos exentos, en los que coloque las alternativas, los po-
deres de configuración de la realidad y de gestión de los intereses lo-
cales, en manos de un poder propio y específico de las corporaciones
locales. Por otro lado, desde la perspectiva de la autonomía local, la
cuestión no queda enmarcada en el reconocimiento de una compe-
tencia normativa, sino por la entrega de un margen de poderes de de-
cisión, dentro de los cuales está la creación propia de normas, pero no
sólo. Una y otra deberían permitir concretar el espacio o ámbito ma-
terial de actuación del reglamento local. Para lo cual se hace impres-
cindible atender al principio de legalidad y sus efectos sobre la com-
prensión del espacio que al reglamento local pueda corresponder. Sólo
así se habrán analizado todos los elementos, logrando delimitar su ver-
dadero significado y alcance.
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limitar qué actuaciones puede desarrollar ese Ente, cómo debe hacerlo y hasta dónde puede
llegar, cuestiones en absoluto superadas». J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Mar-
cial Pons, 2001, pág. 24.

43 R. GÓMEZ-FERRER MORANT, «Relaciones entre leyes: competencia, jerarquía y función
constitucional», en RAP, núm. 113, 1987.

44 Como acertadamente vino a señalar L. MORELL OCAÑA, El régimen local español, Civi-
tas, Madrid 1988, págs. 44 y 45. 
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III. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, LA RESERVA DE LEY Y LA VINCULACIÓN

NEGATIVA

1. Introducción

El sometimiento de la Administración a la legalidad es un presu-
puesto básico del Estado de Derecho, como así se deriva de los artícu-
los 9 y 103 CE, encontrándose vinculada la Administración local, tanto
en su actuación cotidiana como en la utilización de su potestad regla-
mentaria, al ordenamiento jurídico, como así lo dispone el artículo 6.1
LBRL. Ahora bien, las consideraciones derivadas del mencionado pre-
cepto deben ser interpretadas en conexión con otros principios y valo-
res configuradores del modelo de Estado y de la noción de Administra-
ción pública que la Constitución aporta, todo ello con el firme propósito
de fijar el ámbito en que esta potestad local se puede desarrollar45.

La comprensión del ámbito material de actuación del reglamento lo-
cal exige analizar el ordenamiento jurídico local en el sistema de fuen-
tes, centrando nuestro estudio en la relación existente entre la ley y el
reglamento local, pues representa la clave de bóveda que nos permita
definir y clarificar el alcance real del ejercicio de tan importante po-
testad normativa. Cuestión compleja si somos conscientes de las difi-
cultades que se derivan del modelo territorial instaurado por nuestra
Constitución (arts. 2 y 137 CE) y sus innegables consecuencias sobre el
ordenamiento jurídico local y, consecuentemente, sobre el ejercicio de
la potestad reglamentaria local. En este sentido, nos encontramos ante
un ordenamiento caracterizado por la pluralidad de fuentes prove-
nientes del Estado y de las Comunidades Autónomas (legales y regla-
mentarias), así como de la propia Administración local (en ejercicio de
la potestad reglamentaria). Resultando imprescindible analizar la po-
sición que ocupa el reglamento local en atención a las distintas fuen-
tes normativas existentes. En este punto, no pretendemos llevar a cabo
un estudio de las relaciones del reglamento local con los reglamentos
estatales y autonómicos46, con los principios generales del Derecho,
con la costumbre y con el resto de reglamentos locales47. Cuestiones que,
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45 Aspectos a los que hemos dedicado la primera parte del presente trabajo. Su impor-
tancia es puesta de manifiesto por J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial
Pons, 2001, págs. 25 y 26.

46 En este punto resultan esclarecedoras las reflexiones de T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ,
«Autonomía y sistema de fuentes», en La Constitución Española y las fuentes del Derecho,
vol. II, IEF, 1979.

47 Al respecto, vid. F. TOSCANO GIL, Autonomía y potestad normativa local, Comares, Se-
villa, 2006; J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial Pons, 2001; A. EMBID IRU-

JO, Ordenanzas y Reglamentos municipales en el Derecho español, IEAL, Madrid, 1978. 
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siendo importantes, exceden al objeto del presente trabajo. Lo que nos
preocupa en este momento es la relación del reglamento local con la ley.
Debiendo analizar al respecto el alcance y significado del principio de
legalidad en atención a la vinculación —positiva o negativa— a la ley,
al significado y alcance de la habilitación legal —o no— para ejercer la
potestad reglamentaria local y a la reserva de ley.

2. El principio de legalidad y la vinculación negativa

Ya en la introducción al presente trabajo hacíamos referencia a la
jurisprudencia del Tribunal Supremo48, cuyo pronunciamiento trata
de resolver la vinculación del reglamento local a la ley, advirtiendo al
respecto lo siguiente:

«una concepción del ámbito o del modo de determinación
de las competencias municipales basada en la idea de la
vinculación positiva que ahí o para ello acarrearía el prin-
cipio de legalidad, de suerte que la Corporación Local sólo
podría actuar en la forma en que previamente hubiera sido
habilitada por el legislador sectorial, no pudiendo dictar
una ordenanza sobre una materia sin la previa habilita-
ción de éste para ello. Sin embargo, hoy en día no es esa con-
cepción la que mejor se acomoda a una interpretación de las
normas reguladoras del régimen competencial de tales Cor-
poraciones que atienda, como es obligado, a una que con el
carácter de fuente primaria y naturaleza de Tratado fue in-
corporada a nuestro Ordenamiento, cual es la Carta Euro-
pea de Autonomía Local, de 15 de octubre de 1985, ratifi-
cada por España por Instrumento de 20 de enero de 1988.
Ni es tampoco la que mejor se adecua a algunos pronun-
ciamientos de este Tribunal Supremo que ya la han tenido
en cuenta, en los que se abre paso la idea de una vinculación
negativa, que permite a aquéllas sin previa habilitación le-
gal actuar, dictando también ordenanzas, en toda materia
que sea de su competencia, si al hacerlo no contradice ni
vulnera la legislación sectorial que pudiera existir».

Con dicho pronunciamiento parece quedar cerrada la discusión en
torno a la teoría en virtud de la cual la vinculación de la Administración
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48 STS de 7 noviembre de 2009, FD 3.
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local en ejercicio de la potestad reglamentaria local es negativa. Aho-
ra bien, esta afirmación, siendo válida, en nuestra opinión, resulta
equívoca. Lo primero, porque supone reconocer la singularidad del re-
glamento local, escenificándolo respecto a la vinculación de tan im-
portante potestad a la ley. La consecuencia lógica a la que llega el Tri-
bunal Supremo es admitir la modulación del principio de legalidad a
los efectos de permitir una vinculación negativa que haría innecesaria
—al menos en apariencia— la habilitación legal previa para el ejercicio
de la potestad reglamentaria local. Y es aquí donde resulta equívoca, por
cuanto se hace necesario aclarar el significado que para el Tribunal
tiene la habilitación legal respecto al reglamento local y en qué térmi-
nos se concreta.

Consecuentemente, la falta de habilitación legal debe ser entendida
en relación a la remisión expresa de la ley al reglamento local para su
efectivo desarrollo. Ésta y no otra puede ser la consecuencia directa de
la autonomía local y del plus democrático que viene a caracterizar al re-
glamento local emanado del Pleno. Ahora bien, ello no significa que
siempre sea así49 y, en lo que ahora nos interesa, que el reglamento lo-
cal no deba respetar la ley, puesto que su ejercicio no podrá contrade-
cir ni vulnerar la legislación que pudiera existir. Extremo éste espe-
cialmente significativo en cuanto a la limitación y delimitación del
ejercicio de la potestad reglamentaria local. Máxime si pensamos en el
verdadero alcance que la vinculación negativa puede llegar a tener so-
bre la mencionada habilitación legal. Es más, como veremos a conti-
nuación, para su oportuno desarrollo será imprescindible la existencia
de competencia local expresa. 

3. El principio de legalidad, la habilitación legal y las competencias
locales

Debemos ser conscientes de que, en puridad, la habilitación legal no
desaparece por cuanto se exige por el propio Tribunal Supremo que di-
cha potestad debe ejercerse en atención a las materias sobre las que tie-
ne competencia, las cuales —curiosamente— vienen definidas en nor-
ma con rango de ley.

Por todo ello y más allá de la falta de remisión expresa al regla-
mento en los términos explicados, nos encontramos con que: a) La po-
testad reglamentaria local debe ser entendida como una potestad ori-
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49 En materia tributaria, el propio Tribunal Constitucional, en STC 233/1999, FJ 10, ha
expresado que la ley debe contener la remisión y un mínimo contenido normativo.
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ginaria. b) En cumplimiento de lo anterior, el legislador así lo recono-
ce en el artículo 4.1.a) LBRL. c) Siendo asimismo necesario su ejerci-
cio efectivo en conexión con competencias expresamente atribuidas
por ley. d) Cuyo ejercicio u ámbito material de actuación debe respetar
la reserva de ley material y formal. 

Dejando para más adelante el análisis de la última reflexión (rela-
cionada con la reserva de ley), vamos a centrarnos ahora en el papel que
las competencias locales tienen respecto al ejercicio de la potestad re-
glamentaria local. Análisis éste muy significativo por cuanto supone una
importante delimitación del ámbito material de actuación y, por ende,
del espacio que le corresponda al municipio a los efectos de defender
sus intereses propios. En este sentido, respecto a la necesaria cone-
xión del ejercicio de la potestad reglamentaria con la atribución ex-
presa de competencias debemos ser tajantes, advirtiendo en primer lu-
gar que la entidad local debe actuar siempre dentro de su ámbito
competencial (art. 4.1 LBRL). Lo que significa la correlación entre la
potestad reglamentaria local, las competencias locales, los fines para los
que éstas se atribuyen y su ejercicio efectivo50. Siendo nulos, por tan-
to, los reglamentos locales dictados más allá de las mismas. Es más, en
este punto debemos advertir que dicho ámbito material debe enten-
derse ligado a las competencias propias, en la medida que son las que
se ejercen con autonomía y plena responsabilidad. Lo que se convier-
te en una primera delimitación importante del espacio de actuación del
reglamento local como instrumento auxiliar que permita dar sentido y
contenido a la autonomía local.

Consecuentemente, no hay duda de la importancia derivada de la
exigencia de que el municipio actúe siempre dentro de su ámbito com-
petencial o, lo que es lo mismo, que se exija una atribución expresa
por norma con rango de ley que habilite la actividad municipal. Cues-
tión ésta que, en nuestra opinión, ha venido a mejorar sustancialmen-
te tras la reforma de la LBRL, en la que se procede a clarificar y con-
cretar el mapa competencial local, suprimiendo las competencias
complementarias, y delimitando sustancialmente el ejercicio de las
ahora denominadas como distintas a las propias o delegadas (art. 7.4
LBRL)51. La dotación de un contenido preciso a la autonomía local
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50 Extremos éstos que, acertadamente, recuerda T. R. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «Autonomía
y sistema de fuentes», en La Constitución Española y las fuentes del Derecho, vol. II, IEF,
1979, pág. 881.

51 En este sentido, el propio Consejo de Estado, en su Dictamen de 26 de junio de 2013
(número de expediente 567/2013), advierte de que la nueva redacción dada al artículo 25
LBRL supone una significativa diferencia a la hora de regular las competencias propias —que
son las que se ejercen con autonomía y plena responsabilidad—, en la medida «que pasa de
establecer un listado abierto de competencias susceptibles de ser legalmente reconocidas a 
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guarda estrecha relación con el otorgamiento de unos poderes (limi-
tados y tasados) expresados, en última instancia, en forma de compe-
tencias administrativas52. 

En lo que ahora nos interesa, debemos conectar el ejercicio de la po-
testad reglamentaria local con las potestades y competencias locales ex-
presamente atribuidas y en los términos permitidos por la Constitución
y las leyes53. Es en la atribución de competencias donde el legislador,
en cumplimiento del mandato constitucional, concreta el interés local
y, por ende, el ámbito de actuación de la entidad local. Competencia que
podrá ser normativa, siendo contrario al espíritu de la Constitución
que toda la actividad de las Administraciones locales se limite a la sim-
ple participación en procedimientos de decisión de las demás Admi-
nistraciones. 

Entendemos, por tanto, esta referencia a las competencias locales
como un elemento crucial para definir el ámbito de actuación de la
potestad reglamentaria local. Conscientes en todo momento de que,
más allá de la atribución de potestad reglamentaria local, la compe-
tencia viene a constituirse como el mecanismo de habilitación legal
que permite su ejercicio. En este sentido, la potestad reglamentaria lo-
cal se presenta como un elemento auxiliar o instrumental de la com-
petencia municipal previamente definida por el ordenamiento jurídico54. 

Ahora bien, la duda estriba en si el mero reconocimiento de la com-
petencia es título suficiente para ejercer la potestad reglamentaria lo-
cal. Debiendo advertir al respecto que la mera atribución competencial,
siendo requisito sine qua non para entender que se ostenta potestad re-
glamentaria, no debe ser entendida como la autorización sin más li-
mitaciones para su ejercicio efectivo. Es decir, no podemos llegar a la
consideración de que la mera atribución por ley de competencias a los
municipios contiene en sí una autorización absoluta para actuar, otor-
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los Municipios a enunciar tales competencias de forma exhaustiva y aparentemente cerrada»
(pág. 45). A tenor de dichas reflexiones podría concluirse que se gana en coherencia al deli-
mitar —al menos a priori— el ámbito material del ejercicio de la potestad reglamentaria. Si
bien habrá que estar a la adaptación que de la nueva normativa hagan las Comunidades Au-
tónomas. 

52 Como advierte MORELL, «la influencia del positivismo legalista ha llevado aquí a una
concepción peculiar, de modo que la autonomía local sólo existe y se manifiesta en tanto en
cuanto, y allí donde, la norma reconozca una competencia administrativa en favor de la En-
tidad Local». L. MORELL OCAÑA, El régimen local español, Civitas, Madrid, 1988, págs. 58 y ss.
Llegando a advertir que «el derecho positivo ha diseñado, pues, una construcción puramente
instrumental —procedimental y no sustancial— de las autonomías locales».

53 En ello insiste F. SOSA WAGNER, Manual de Derecho Local, Aranzadi, 2000, págs. 57 y ss.
54 A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de las Entidades Locales, Iustel, 2010, pág. 56.

En este mismo sentido se pronuncia RIVERO YSERN tras realizar una valoración de la doctri-
na tendente a flexibilizar la reserva de ley. J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local,
6.ª ed., Civitas, 2010, pág. 98.
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gando una facultad de regulación de un ámbito material de interés lo-
cal y el poder para establecer el cuándo y el cómo55. Siendo cierto, por
tanto, que los reglamentos locales no se limitan al carácter meramen-
te ejecutivo, tan característico de los reglamentos estatales y autonó-
micos, no se puede llegar, tampoco, a la afirmación de que con la sim-
ple atribución competencial pueden llegar a realizar una regulación
ilimitada o que, siendo limitada, no respete el contenido legal. Con ello
pretendemos clarificar el verdadero alcance de la expresión vincula-
ción negativa, por cuanto el reglamento local no podrá no ya contra-
decir, sino tampoco desnaturalizar los propios contenidos legales. Lle-
gando al extremo máximo cuando, como en la potestad sancionadora,
y como consecuencia de la reserva de ley existente, la regulación no pue-
da acogerse a interpretaciones extensivas, al tiempo que debe ser en-
tendida como una potestad aplicativa y no creativa de derecho56. Lo que
nos obliga a estudiar, a los efectos de comprender el espacio que se
debe dejar al reglamento local o su ámbito material de actuación, el
principio de reserva de ley, su significado y alcance.

4. Principio de legalidad y reserva de ley

Llegados a este punto, la concreción del ámbito material de actua-
ción del reglamento local cuelga de otro elemento esencial: la reserva
de ley desde una perspectiva formal y material. 

La primera cuestión a tener en cuenta es que, conscientes de que nos
encontramos ante una auténtica norma jurídica, goza, sin embargo,
de rango inferior a la ley, con las consecuencias que de ello se derivan.
Dicho en otras palabras, las ordenanzas y reglamentos municipales
tienen un límite muy claro: la ley57. Consecuentemente, la relación ley-
reglamento local es jerárquica (art. 9.3 CE), pero este principio no es su-
ficiente para explicar todas las relaciones ordinamentales, las cuales de-
ben ser limitadas a su vez en atención al principio de autonomía local.
Siendo la ley superior jerárquicamente, al mismo tiempo debe estar
ajustada a la Constitución, respetando el ámbito institucional y com-
petencial de las entidades locales58.
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55 Así lo advierte el Tribunal Constitucional en relación al ejercicio de la potestad regla-
mentaria local en el ámbito sancionador. Al respecto, vid. STC 132/2001, de 8 de junio, FJ 5.
Ni siquiera en atención a relaciones de sujeción especial, como se deriva de la STSJ de As-
turias 512/2001, de 11 de junio.

56 En este sentido, vid. STS de 30 de noviembre de 2010, FJ 3.
57 Como así advierte A. EMBID IRUJO, La potestad reglamentaria de las Entidades Locales,

Iustel, 2010, págs. 105 y ss.
58 En este sentido, la STC de 28 de julio de 1981 advierte: «Para la efectividad de la au-

tonomía garantizada constitucionalmente a las Entidades Locales, la legislación del Estado 
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Ello pone de manifiesto que si bien no se puede defender una alte-
ración de la primacía de la ley sobre el reglamento (art. 9.3 CE), sí pue-
de llegar a producirse una reconsideración del ámbito material de ac-
tuación —en este caso— de la ley, como consecuencia del respeto que
debe tener, a la hora de cumplir con su función, de la autonomía local
constitucionalmente consagrada. De tal manera que, aun teniendo el
ordenamiento local (entendiendo ahora por tal a las normas locales
aprobadas por el Pleno en ejercicio de la potestad reglamentaria ex-
presamente atribuida) un carácter «derivado» o «traslativo», esta con-
sideración puede verse «alterada» como consecuencia del propio origen
y razón de ser de la potestad reglamentaria local, su estrecha y direc-
ta relación con la autonomía local establecida en la Constitución y su
legitimidad democrática. 

En este sentido, es necesario dejar totalmente claro que la orde-
nanza no puede tener un contenido contrario a las leyes. En relación con
los reglamentos locales contra legem debemos ser tajantes, advirtiendo
la imposibilidad de que se pueda aprobar un reglamento local contra-
rio a la ley. Es decir, la subordinación jerárquica a la ley no debe ser ob-
jeto de reflexión a los efectos de determinar la posibilidad de que la Ad-
ministración local apruebe reglamentos contrarios a su contenido,
provocando una ruptura del principio de jerarquía normativa consa-
grado constitucionalmente (art. 9.3 CE). De tal manera que bajo ningún
concepto podrán contravenirlas, pudiendo éstas —sin embargo— dis-
poner de su ámbito material. Cuestión distinta es que, como conse-
cuencia de la existencia del principio de autonomía, éste permita li-
mitar y delimitar, con mayor o menor intensidad (según el alcance de
la reserva de ley), el ámbito de actuación de la ley, a los solos efectos de
respetar la autonomía local. Esta interpretación llevaría a justificar
que el legislador, en el ejercicio de sus funciones, no goza de plena y to-
tal disponibilidad para definir absolutamente el ámbito propio de las
entidades locales, debiendo respetar su contenido esencial. Así, cuan-
do se llegue al convencimiento de que el legislador está vulnerando la
autonomía local constitucionalmente consagrada, los municipios po-
drán plantear —ante el Tribunal Constitucional— un conflicto en de-
fensa de la autonomía local. Lo que supone «reconocer que existe un
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y de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de la acción pública,
según la distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las
Provincias y las Islas su derecho a intervenir en cuantos asuntos les afecten directamente al
círculo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a las ca-
racterísticas de la actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad
local, de conformidad con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la
gestión administrativa a los ciudadanos, para asegurar un espacio real de intervención local
que haga posible una visión sustantiva y tangible del principio de autonomía».
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ámbito […] reservado a la capacidad normativa de las Entidades
Locales»59. Quedando a salvo el principio de jerarquía normativa
(art. 9.3 CE). Lo que puede producirse, por tanto, es un exceso del le-
gislador estatal o autonómico, pero no una alteración del principio de
jerarquía normativa60. 

Llegados a este punto, no se puede admitir, sin más aclaración, que
la potestad reglamentaria local representa poder normativo autóno-
mo. Ya que, como hemos tenido ocasión de observar, su margen de ac-
tuación dependerá directamente de la ley, como consecuencia de la je-
rarquía normativa. 

Dicho lo cual, debemos volver a reflexionar sobre el significado de
la necesidad o no de que la aparición de la ordenanza municipal deba
estar habilitada por ley. Aclarado con anterioridad que la falta de ha-
bilitación legal debe entenderse referida a la remisión normativa expresa
para el oportuno desarrollo reglamentario, resulta sin embargo nece-
saria la existencia de una competencia expresamente atribuida, que
permita la defensa del interés local pero sin que justifique una actua-
ción ilimitada. Y ello porque, conscientes de que estaremos ante un
reglamento secundum legem, ello no deja sin efecto el principio de re-
serva de ley. Entendido ahora desde un punto de vista material. Lo que
viene a exigir que el estudio del espacio que pueda corresponder al re-
glamento local deba llevarse a cabo por materias, pues sólo así podrá
llegar a delimitarse con exactitud. Dicho de otra manera, la colabora-
ción del reglamento local con la ley (en expresión empleada por la pro-
pia jurisprudencia) dependerá, ni más ni menos, de la existencia de
reserva de ley y, de existir, de su alcance. A estos efectos se está produ-
ciendo una evolución en la interpretación de la reserva de ley tenden-
te a su flexibilización (más o menos amplia según los casos, como ya
veremos). Lo realmente trascendental es que en uno u otro caso el re-
glamento deberá respetar la ley, siendo sumamente interesante a los
efectos de definir el espacio que le pueda corresponder la concreción
del ámbito atribuido a la ley. Siendo la tendencia actual la oportuna de-
fensa de una necesaria flexibilización, cuya consecuencia lógica es la in-
terpretación de la reserva como «cobertura legal» del posterior ejerci-
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59 J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local, Civitas, 2010, pág. 97. Si se quiere pro-
fundizar sobre su verdadera funcionalidad, vid. J. FERNÁNDEZ-MIRANDA FERNÁNDEZ-MIRAN-

DA, «La jurisprudencia del Tribunal Constitucional en relación con el conflicto en defensa de
la autonomía local», en Liber amicorum Tomás-Ramón Fernández. Administración y justicia.
Un análisis jurisprudencial. Volumen I. España, Civitas, 2012, págs. 177-202.

60 Por otro lado, la existencia de bandos de necesidad no supone cuestionar la argu-
mentación realizada, toda vez que los mismos son excepcionales y rigen en tanto en cuanto
se mantengan las circunstancias que los justifican. No discutiendo en ningún caso la supe-
rioridad jerárquica de la ley.
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cio de la potestad normativa local, corresponde ahora estudiar la ju-
risprudencia en atención a determinar la función que le corresponde al
legislador y a la que no puede ni debe renunciar. Conscientes de que así
se podrá determinar el espacio de actuación del reglamento local. Es de-
cir, como ya hemos manifestado a lo largo del trabajo, la legislación con-
diciona el alcance de la potestad normativa local, bien porque la Cons-
titución reserva la regulación de determinadas materias a la ley, bien
porque la regulación legislativa establece el marco normativo dentro del
cual se puede desplegar dicha potestad y condiciona las relaciones en-
tre la ley y la norma local61. En este sentido, la menor regulación del le-
gislador a favor de garantizar un espacio a la autonomía local no sig-
nifica —ni debe significar— la abdicación de su función constitucional
y del debido respeto a la reserva de ley articulada por la Carta Magna62.
Por lo que sólo realizando un análisis de las distintas materias sobre las
que actúa el reglamento local y en las que la jurisprudencia se ha ido
pronunciando podremos delimitar el ámbito material del reglamento
local.

IV. LA POTESTAD REGLAMENTARIA LOCAL Y LA EVOLUCIÓN DE LA JURISPRU-
DENCIA

Especialmente relevantes resultan los pronunciamientos de los tri-
bunales, y en particular del Tribunal Supremo63 y del Tribunal Consti-
tucional, sobre la cuestión que nos ocupa. Advirtiendo al respecto que
dicha construcción no se realiza de manera general, sino en atención
a la casuística y, por ende, a los asuntos de diversa naturaleza que es-
tamos examinando. Prueba de que el ejercicio de la potestad regla-
mentaria local permite la determinación de unos elementos generales
que posibiliten la comprensión de su ámbito de actuación, pero que exi-
gen un análisis por materias a los efectos de determinar, en atención a
las mismas, y sobre la base de la existencia de reserva de ley o no, su ver-
dadero alcance y ámbito de actuación.
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61 J. A. FUENTETAJA PASTOR, «Marco constitucional de la Administración Local», en Manual
de Derecho Local (Dirs. J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ), Iustel, 2012,
pág. 126.

62 Como así lo advierte la STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 19. Asimismo, la STC
132/2001, de 8 de junio, en su FJ 5. Dicho de otra manera, «concluimos que aquella concep-
ción flexible de la reserva de ley tributaria —en relación a las ordenanzas fiscales— no tole-
raba la renuncia de la ley a todo encuadramiento normativo». STC 233/1999, FJ 10.c). 

63 SSTS de 30 de noviembre de 2010, 7 de octubre de 2009, 30 de enero 2008, 14 de oc-
tubre de 2009 y 9 de octubre de 2009, entre otras.
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1. La potestad reglamentaria local en relación con el ejercicio de la
potestad de autoorganización

El análisis del ejercicio de la potestad reglamentaria en consonancia
con la potestad de autoorganización resulta esencial, por cuanto pone de
manifiesto que ni siquiera en este ámbito se produce —ni puede pro-
ducir— una alteración del sistema de fuentes y, en consecuencia, del
principio de jerarquía normativa. En este sentido resulta crucial la STC
214/1989, en la que se declaran inconstitucionales los artículos 5 y 20.c)
LBRL, en su redacción originaria. Reconociendo la supremacía de la le-
gislación autonómica sobre el reglamento organizativo local, pero ad-
virtiendo también de la existencia de autonomía local como límite a la
labor del legislador. De tal manera que la potestad de autoorganiza-
ción deberá ser ejercitada en atención a los márgenes que deje el legis-
lador estatal y autonómico y dentro, por tanto, del marco que diseñan
los principios de competencia, reserva de ley, legalidad y jerarquía nor-
mativa que articulan el carácter plural y complejo de nuestro ordena-
miento64. Cuestión diferente es que el legislador autonómico, en ejercicio
de la potestad que el ordenamiento le atribuye, decida respetar un ma-
yor ámbito de autoorganización y, por ende, del reglamento orgánico del
municipio, como así sucede en la respectiva normativa de régimen lo-
cal de las Comunidades Autónomas de Murcia y Canarias65.

Lo que pone de manifiesto que, a pesar de ostentar el municipio po-
testad de autoorganización y de autonomía para la gestión de sus pro-
pios intereses, ello no elimina el principio de jerarquía normativa.
Siempre conscientes, como expresa FERNÁNDEZ FARRERES66, de la ne-
cesidad de que la ley respete un mínimo que permita al municipio ejer-
cer tan importante potestad, la más genuina de la autonomía consti-
tucionalmente reconocida, hasta el punto de ser expresiva de los
llamados reglamentos independientes67. Como advierte el Tribunal Su-
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64 A pesar de lo cual, debemos recordar el controvertido voto particular del magistrado
Díaz Emil a la STC 214/1989. 

65 Lo que resulta expresivo del papel que nuestra Constitución atribuye a la ley en su re-
lación con el reglamento local, en un ámbito especialmente proclive a la defensa de un espacio
propio que permita el ejercicio de la potestad de autoorganización. Y, a pesar de lo cual, es
el legislador el que en ejercicio de su función —justificada en la inexistencia de una reserva
material de reglamento— se extralimita, vulnerando dicha potestad y la autonomía consti-
tucionalmente garantizada. En los casos que advertimos es el legislador el que, por voluntad
propia, reconoce dicho espacio y lo «cede» al reglamento local.

66 G. FERNÁNDEZ FARRERES, «La potestad local de autoorganización: contenido y lími-
tes», en Tratado de Derecho Municipal (Dir. S. MUÑOZ MACHADO), tomo II, 3.ª ed., Iustel, 2011,
págs. 1467 y ss. En este sentido resulta muy interesante la STS de 15 de abril de 1987, FJ 3.

67 No siendo tales desde el instante en el que no se reconoce una reserva reglamentaria
sobre la materia en cuestión.
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premo, «potestad ésta singularizada respecto de la potestad regla-
mentaria local que comprende el establecimiento y regulación de la
organización y de las relaciones en el ámbito interno, funcionalmente
requeridas para el desenvolvimiento de la actividad cuya gestión au-
tónoma se encomienda al Ente local, dentro del marco que diseñan
los principios de competencia, reserva de ley, legalidad y jerarquía nor-
mativa que articulan el carácter plural y complejo de nuestro ordena-
miento jurídico»68.

2. La potestad reglamentaria local en relación con la potestad tribu-
taria

A la hora de hablar de la materia tributaria debemos comenzar ad-
virtiendo de la reserva de ley derivada de los artículos 31.3 y 133.1 CE.
Cuestión a la que hay que sumar, para su oportuna comprensión, el
reconocimiento, también constitucional, de la autonomía local y fi-
nanciera (arts. 137, 140, 141 y 142 CE) y la no menos relevante sufi-
ciencia financiera (art. 142 CE). Conscientes, por tanto, de que a los ele-
mentos anteriores (autonomía local y legitimidad democrática) se
suman otros dos más: suficiencia financiera y autonomía financiera,
constitucionalmente reconocidas.

Esta configuración viene a suponer una participación en los tribu-
tos estatales y autonómicos, así como el reconocimiento de una po-
testad tributaria propia. En este sentido, el artículo 4.1.b) LBRL viene
a establecer la misma, de tal forma que la potestad reglamentaria de las
entidades locales en materia tributaria se ejercerá a través de orde-
nanzas fiscales reguladoras de sus tributos propios y de ordenanzas
generales de gestión, recaudación e inspección. Pudiendo emanar dis-
posiciones interpretativas y aclaratorias de las mismas, ex artículo
106.2 LBRL

Ahora bien, siendo cierto que las entidades locales tendrán auto-
nomía para establecer y exigir tributos, debemos ser conscientes de
que dicha capacidad deberá desarrollarse de acuerdo con lo previsto en
la legislación del Estado reguladora de las haciendas locales y en las le-
yes que dicten las Comunidades Autónomas en los supuestos expresa-
mente previstos en aquélla (art. 106.1 LBRL). Una vez más, se ponen de
manifiesto la importancia del sistema de fuentes, la superior jerarquía
de la ley y la reserva material consagrada en la norma suprema. Sa-
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68 STS de 11 de mayo de 1998, en la que, nuevamente, queda muy clara la primacía de
la ley.
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biendo, eso sí, que la potestad tributaria local constituye la articulación
efectiva de la dimensión financiera del principio constitucional de
autonomía local, entendida en este caso como suficiencia de ingresos
y autonomía de gasto69. En este sentido:

— La reserva de ley no se puede entender desligada del sistema de
autonomías territoriales consagrado en la Constitución.

— La autonomía tributaria local no es plena. 
— Justificada en el carácter democrático del Pleno municipal y en

la descentralización territorial, ello no significa vaciar de contenido la
ley, de tal manera que la misma debe ser entendida no como una ley me-
ramente habilitadora, sino como una ley ordenadora, aunque sea en
cuanto al contenido esencial, por respeto a la autonomía local.

— Asimismo, cabe destacar que el margen de la ordenanza fiscal
será mayor en función de la figura tributaria en cuestión.

En este punto, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional70 ha re-
conocido una amplia —que no ilimitada— potestad tributaria local so-
bre la base de la autonomía constitucionalmente garantizada y de la re-
presentatividad democrática del Pleno, de tal manera que el legislador
debe aceptar un espacio decisorio a la hora de regular los tributos pro-
pios municipales. Lo que viene a significar una cierta flexibilización de
la reserva de ley a favor de las entidades locales, descartándose, eso sí,
la remisión en blanco de los elementos esenciales del tributo. Por lo que
la ley debe contener —en todo caso— la remisión71 y un mínimo con-
tenido normativo.

Sea como fuere, en aras a determinar el alcance real de su ejercicio
y, por ende, el quantum de autonomía que el municipio goza sobre la
misma, debemos —al hilo de la jurisprudencia constitucional72— ad-
vertir lo siguiente:

— La reserva de ley establecida es relativa, o, lo que es lo mismo,
limitada a la creación ex novo del tributo y a la configuración de los ele-
mentos esenciales o configuradores del mismo73. 
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69 J. A. FUENTETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «Competencias y potestades de las
Entidades Locales», en VV.AA., Manual de Derecho Local, Iustel, 2012, pág. 302.

70 STC 233/1999, FJ 10. Asimismo, SSTC 19/1987, 221/1992, 233/1999 y 132/2001, entre
otras.

71 Ejemplo éste en el que cede la falta de habilitación legal entendida desde la perspec-
tiva de la necesaria remisión expresa de la ley al reglamento local para su desarrollo efec-
tivo.

72 El Tribunal Constitucional, en el Auto 123/2009, de 30 de abril, realiza una magnífica
aproximación a la jurisprudencia constitucional sobre la materia (FF.JJ. 3 y 6).

73 Auto 123/2009, de 30 de abril, FJ 3. Asimismo, SSTC 37/1981, de 16 de noviembre
(FJ 4), y 150/2003, de 15 de junio (FJ 3).
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— Dicha reserva de ley admite la colaboración del reglamento,
siempre que sea indispensable por motivos técnicos o para optimizar
el cumplimiento de las finalidades propuestas por la Constitución o
por la propia ley, y siempre que la colaboración se produzca en térmi-
nos de subordinación, desarrollo y complementariedad74.

— Al hilo del Auto 132/2009, de 30 de abril, cuyo contenido vamos
a seguir tratando de ordenar, el alcance de esa colaboración regla-
mentaria en materia tributaria depende de dos factores: 

A) De un lado, está en función de la diversa naturaleza de las fi-
guras jurídico-tributarias75. Consecuentemente, el alcance de la reser-
va legal varía según se está ante la creación y ordenación de impuestos
o de otras figuras tributarias76, existiendo una mayor flexibilidad cuan-
do se trata de las tasas al ser contraprestaciones estrechamente unidas
a los costes derivados de la prestación de un servicio o de la realización
de una actividad administrativa, esto es, de tributos en los que se evi-
dencia, de modo directo e inmediato, un carácter sinalagmático que no
se aprecia en otras figuras impositivas77.

B) De otro lado, depende del elemento del tributo de que se trate
(hecho imponible, sujeto pasivo, base imponible o tipo de gravamen),
siendo máximo el grado de concreción exigible a la ley cuando regula
el hecho imponible y menor cuando se trata de regular otros elemen-
tos, como el tipo de gravamen y la base imponible78. En efecto, en la de-
terminación de la base imponible se admite con mayor flexibilidad la
colaboración reglamentaria, dado que su cuantificación puede deber-
se a una pluralidad de factores de muy diversa naturaleza que requie-
re, en ocasiones, complejas operaciones técnicas, lo que habilita a la nor-
ma reglamentaria para la concreción de algunos de los elementos
configuradores de la base, en función de la naturaleza y objeto del tri-
buto en cuestión, tanto más cuando se trata de tributos locales en los
que se admite que el legislador efectúe una parcial regulación de los ti-
pos, predisponiendo criterios o límites para su ulterior definición por
la corporación local, a la que corresponderá la fijación del tipo que
haya de ser aplicado79; es decir, en los que se admite una colaboración
especialmente intensa, eso sí, sin que esa menor regulación del legis-
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74 En este sentido, vid. las SSTC 19/1987, de 17 de febrero (FJ 19), y 102/2005, de 20 de
abril (FJ 7).

75 Así lo advierten las SSTC 37/1981, de 16 de noviembre (FJ 4), y 150/2003, de 15 de ju-
lio (FJ 3).

76 STC 19/1987, de 17 de febrero (FJ 4).
77 SSTC 233/1999, de 16 de diciembre (FJ 9), y 63/2003, de 27 de marzo (FJ 4).
78 STC 221/1992, de 11 de diciembre (FJ 7).
79 SSTC 179/1985, de 19 de diciembre (FJ 3), y 19/1987, de 17 de febrero (FJ 5).
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lador estatal suponga, en ningún caso, una total abdicación en la de-
terminación de los márgenes de este elemento esencial, al exigirse a
aquél la determinación de los principios para su fijación80.

C) A lo anterior hay que añadir que cuando hablamos de tributos
locales concurre una peculiaridad adicional que no puede dejar de te-
nerse en cuenta, pues en relación con estos tributos la exigencia de la
reserva de ley de los artículos 31.3 y 133 CE hay que analizarla en co-
nexión con los artículos 133.2 y 142 CE, donde el Pleno municipal al-
canza la categoría de protagonista (o, lo que es lo mismo, cumple con
la garantía de la autoimposición de la comunidad sobre sí misma), por
tratarse del órgano resultante de la elección directa por sufragio de los
vecinos de la corporación local que cumple con las exigencias del fun-
damento último de la reserva de ley tributaria, a saber, que cuando un
ente público impone coactivamente una prestación patrimonial a los
ciudadanos cuenta para ello con la voluntaria aceptación de sus re-
presentantes81. Así lo señaló tempranamente el Tribunal Constitucional
al advertir que los ayuntamientos, como corporaciones representativas
que son, pueden, ciertamente, hacer realidad, mediante sus acuerdos,
la autodisposición en el establecimiento de los deberes tributarios, que
es uno de los principios que late en la formación histórica —y en el
reconocimiento actual en nuestro ordenamiento— de la regla según
la cual deben ser los representantes quienes establezcan los elementos
esenciales para la determinación de la obligación tributaria82.

— Por lo expuesto, cuando se trata de ordenar por ley los tributos
locales, la reserva de ley ve confirmada su parcialidad, esto es, la res-
tricción de su ámbito83, pues tal reserva de ley prevista en el artículo
31.3 CE no puede entenderse desligada de las condiciones propias al
sistema de autonomías territoriales que la Constitución consagra
(art. 137), y específicamente —en el presente proceso— de la garantía
constitucional de la autonomía de los municipios (art. 140), tanto más
cuando el artículo 133.2 CE establece la posibilidad de que las Comu-
nidades Autónomas y las corporaciones locales establezcan y exijan
tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes, procurando así la
Constitución integrar las exigencias diversas en este campo de la reserva
de ley estatal y de la autonomía territorial, autonomía que, en lo que a
las corporaciones locales se refiere, posee también una proyección en
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80 Como así establece la STC 233/1999, de 16 de diciembre (FJ 19).
81 SSTC 185/1995, de 14 de diciembre (FJ 3.a), y 233/1999, de 16 de diciembre (FJ 18).
82 STC 19/1987, de 17 de febrero (FJ 4), y, en el mismo sentido, STC 233/1999, de 16 de

diciembre (FJ 10.a).
83 SSTC 19/1987, de 17 de febrero (FJ 4), y 233/1999, de 16 de diciembre (FJ 10.b).
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el terreno tributario, pues éstas habrán de contar con tributos propios
y sobre los mismos deberá la ley reconocerles una intervención en su
establecimiento o en su exigencia, según previenen los artículos 140 y
133.2 de la misma Norma Fundamental84.

Por tanto, el ámbito de colaboración normativa de los municipios,
en relación con los tributos locales, [es] mayor que el que podría rele-
garse a la normativa reglamentaria estatal, por dos razones: 

A) Porque las ordenanzas municipales se aprueban por un órga-
no —el Pleno del Ayuntamiento— de carácter representativo. 

B) Y porque la garantía local de la autonomía local (arts. 137 y 140
CE) impide que la ley contenga una regulación agotadora de una ma-
teria —como los tributos locales— donde está claramente presente el
interés local85.

Por todo ello, debemos terminar advirtiendo que la imposición por
la norma habilitante de un límite a la actuación municipal no es sino
fruto del cumplimiento por el legislador de las exigencias que le impone
el texto constitucional. Extremo éste que no se puede desconocer bajo
la pretendida excusa de realizar un análisis desde la única y unilateral
perspectiva local.

Existiendo, por tanto, una preeminencia de la ley como fuente del
Derecho tributario86, ello no supone la erradicación ni de la potestad tri-
butaria de los municipios —reconocida en el artículo 4.1.b) LBRL— ni
de su lógico ejercicio. De tal forma que, estableciendo la autonomía lo-
cal matizaciones a la comprensión de la reserva de ley en materia tri-
butaria, debe ajustar su ejercicio dentro del marco señalado por la ley.
En este sentido y como advierte BLASCO DÍAZ, «sobre los tributos loca-
les, la ley establece la facultad de decidir sobre su establecimiento o apli-
cación en concreto, salvo excepciones, así como en la determinación del
tipo o cuantía, dentro de los márgenes que ella misma fija». Ejercién-
dose la potestad reglamentaria en materia tributaria a través de orde-
nanzas fiscales reguladoras de sus tributos propios y de ordenanzas
generales de gestión, recaudación e inspección, así como de la capaci-
dad de emanar disposiciones interpretativas y aclaratorias de las mis-
mas (ex art. 106.2 LBRL), en los términos establecidos en la LHL87. 
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84 STC 233/1999, de 16 de diciembre (FJ 10.b).
85 STC 132/2001, de 8 de junio (FJ 5).
86 J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley, Marcial Pons, 2001, pág. 220.
87 Si se quiere profundizar sobre ello, vid. J. L. BLASCO DÍAZ, Ordenanza municipal y ley,

Marcial Pons, 2001, págs. 220 y ss. Asimismo, respecto a la definición del alcance de la reserva
de ley en cuanto a las tasas y los precios públicos, véase la STC 233/1999, de 16 de diciem-
bre (FF.JJ. 10 y 18).

08-Fernández-Miranda.qxp  11/3/15  09:54  Página 259



3. La potestad reglamentaria local en relación con la potestad sancio-
nadora

El estudio de la potestad sancionadora88 en conexión con la potes-
tad reglamentaria local y, lo que es más relevante, de su efectivo ejer-
cicio por la Administración local pone de manifiesto la evolución del
modelo, habiendo pasado de la reserva a la cobertura de ley. Es decir,
de la regulación in totum por la ley a la admisión de una colaboración
entre la ley y el reglamento local. En este punto ha resultado trascen-
dental el reconocimiento de la autonomía local (arts. 137 y 140 CE), su-
mado a la atribución expresa de una potestad sancionadora y a la ne-
cesidad de dar herramientas a dicha Administración para poder hacer
cumplir su ordenamiento jurídico, a lo que, por otro lado, la ley tam-
bién le obliga. 

En este sentido, debemos ser conscientes de que a raíz de la STC
132/2001, de 8 de junio89, se llevó a cabo una modificación de la LBRL,
mediante la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la mo-
dernización de la Administración local, y se introdujo un nuevo Títu-
lo XI que se rotula «Tipificación de las infracciones y sanciones por
las Entidades Locales en determinadas materias»90. 

En consecuencia, a la hora de determinar el margen de actuación
material de la Administración local en el ejercicio de la potestad re-
glamentaria en conexión con la potestad sancionadora debemos des-
tacar lo siguiente:

— El reglamento local no puede ser fuente primaria de un orde-
namiento sancionador91. 

— A tales efectos, el problema radica en justificar la habilitación le-
gal que permita la aprobación de un reglamento local sancionador. Di-
cho en otras palabras92, el hecho de que el reglamento local (frente a los
reglamentos estatales y autonómicos) esté caracterizado por su apro-
bación por un órgano de carácter representativo, y de que la garantía
local de la autonomía local (arts. 137 y 140 CE) impida que la ley con-
tenga una regulación agotadora de una materia donde está claramen-
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88 Al respecto resulta crucial el análisis realizado por A. NIETO GARCÍA, Derecho adminis-
trativo sancionador, 2.ª ed., Tecnos, Madrid, 1994.

89 FF.JJ. 5 y 6.
90 Con innegables consecuencias en la resolución de conflictos por el Tribunal Supremo:

SSTS de 29 de octubre de 2003, 30 de noviembre de 2011, 23 de junio de 2003, 12 de junio
de 2013 y 7 de noviembre de 2011.

91 Como así advierte EMBID IRUJO (pág. 95).
92 En este sentido, vid. STC 132/2001, de 8 de junio (FJ 5).

08-Fernández-Miranda.qxp  11/3/15  09:54  Página 260



te presente el interés local, no justifican la renuncia de la ley a todo en-
cuadramiento normativo, ya sea como consecuencia del ejercicio de la
potestad tributaria o de la sancionadora, que es la que ahora nos ocu-
pa. La cuestión estriba, por tanto, sobre el margen de colaboración re-
glamentaria en la tipificación de infracciones y sanciones. Y a estos
efectos debemos realizar dos reflexiones:

A) Una primera en la que se hace necesario destacar la relación del
reglamento estatal u autonómico con la ley sancionadora, advirtiendo
de que en este momento nos encontramos ante reglamentos locales
caracterizados porque el órgano que los aprueba goza de autonomía y
de legitimidad democrática93. Lo que nos lleva a admitir una mayor fle-
xibilidad a la hora de identificar el alcance de la reserva de ley del ar-
tículo 25 CE en relación con las ordenanzas municipales. 

B) Advirtiendo al mismo tiempo que bajo ningún concepto ello
puede suponer una exclusión tajante de la exigencia de ley. En primer
lugar, porque, como señala el propio Tribunal Constitucional, «la mera
atribución por ley de competencias a los Municipios no contiene en sí
la autorización para que cada Municipio tipifique por completo y según
su propio criterio las infracciones y sanciones administrativas en aque-
llas materias atribuidas a su competencia. No hay correspondencia,
por tanto, entre la facultad de regulación de un ámbito material de in-
terés local y el poder para establecer cuándo y cómo el incumplimien-
to de una obligación impuesta por Ordenanza Municipal puede o debe
ser castigada. La flexibilidad alcanza al punto de no ser exigible una de-
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93 Como advierte la STC 132/2001, de 8 de junio, en su FJ 5: «Desde la STC 42/1987,
FJ 2, viene declarando este Tribunal que el art. 25.1 CE proscribe toda habilitación reglamentaria
vacía de contenido material propio. Esta doctrina ha sido luego pormenorizada y especificada
para distintos supuestos de colaboración reglamentaria en la tipificación de infracciones y san-
ciones. De esta forma hemos precisado, en relación con normas reglamentarias del Estado o de
las Comunidades Autónomas, que la Ley sancionadora ha de contener los elementos esenciales
de la conducta antijurídica y la naturaleza y límites de las sanciones a imponer (SSTC 3/1988,
FJ 9; 101/1988, FJ 3; 341/1993, FJ 10; 60/2000, FJ 3). Con una formulación más directa dijimos
en la STC 305/1993, de 25 de octubre, FJ 3, que el art. 25.1 CE obliga al legislador a regular por
sí mismo los tipos de infracción administrativa y las sanciones que le sean de aplicación, sin que
sea posible que, a partir de la Constitución, se puedan tipificar nuevas infracciones ni introdu-
cir nuevas sanciones o alterar el cuadro de las existentes por una norma reglamentaria cuyo con-
tenido no esté suficientemente predeterminado o delimitado por otra con rango de Ley; esta de-
claración ha sido luego reiterada, entre otras, en la STC 6/1994, de 17 de enero, FJ 2. Es claro
que, con una u otra formulación, nuestra jurisprudencia viene identificando en el art. 25.1 CE
una exigencia de tipificación de los elementos esenciales de las infracciones administrativas y
de sus correspondientes sanciones, correspondiendo al Reglamento, en su caso, el desarrollo y
precisión de los tipos de infracciones previamente establecidos por la Ley. Ahora bien, según se-
ñalamos más arriba, esta doctrina está enunciada para definir la relación entre las leyes y los re-
glamentos, por lo que necesita de ulteriores precisiones cuando se trata de definir la colabora-
ción normativa de las ordenanzas municipales». Haciendo referencia a continuación a la
autonomía local y al carácter representativo del órgano encargado de la aprobación de la or-
denanza local.
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finición de cada tipo de ilícito y sanción en la ley, pero no permite la
inhibición del legislador»94. No dándose por cumplido el principio de
legalidad formal, ni en la genérica potestad reglamentaria ni en la ge-
nérica potestad sancionadora previstas en la LBRL. En segundo lugar,
porque ello supondría una abdicación de las funciones que la Consti-
tución otorga al legislador en materia sancionadora. No es tolerable, por
tanto, una renuncia de la ley a todo encuadramiento normativo de la po-
testad sancionadora.

— Por todo lo cual es necesario delimitar el ámbito infranqueable
que corresponde al legislador, al hilo del cual se puede definir el ver-
dadero alcance de la colaboración95 del reglamento local con la ley san-
cionadora. En este sentido y en palabras del propio Tribunal Constitu-
cional96, «del art. 25.1 CE derivan dos exigencias mínimas, que se
exponen a continuación. En primer término, y por lo que se refiere a la
tipificación de infracciones, corresponde a la ley la fijación de los
criterios mínimos de antijuridicidad conforme a los cuales cada Ayun-
tamiento puede establecer tipos de infracciones; no se trata de la defi-
nición de tipos —ni siquiera de la fijación de tipos genéricos de in-
fracciones luego completables por medio de Ordenanza Municipal—
sino de criterios que orienten y condicionen la valoración de cada Mu-
nicipio a la hora de establecer los tipos de infracción. En segundo lugar,
y por lo que se refiere a las sanciones, del art. 25.1 CE deriva la exigencia,
al menos, de que la ley reguladora de cada materia establezca las cla-
ses de sanciones que pueden establecer las ordenanzas municipales;
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94 STC 132/2001, de 8 de junio (FJ 6).
95 Conscientes, una vez más, de que dicho margen de colaboración resulta variable en aten-

ción a la materia de referencia. Es decir, no es lo mismo el ejercicio de la potestad regla-
mentaria local en relación con la potestad tributaria que con la potestad sancionadora. En
este sentido, destaca la reflexión que hace el propio Tribunal Constitucional a la hora de tra-
tar de delimitar el alcance del ejercicio de la potestad reglamentaria local en el ámbito san-
cionador. La STC 132/2001, de 8 de junio, advierte en su FJ 5, último párrafo, que «la expo-
sición precedente (representatividad democrática y autonomía local) nos aporta un primer
criterio de flexibilidad a la hora de identificar el alcance de la reserva de ley del art. 25.1 CE en
relación con las ordenanzas municipales de contenido punitivo. Ahora bien, ese criterio de fle-
xibilidad no puede ser proyectado sin más sobre el art. 25.1 CE. En primer lugar, por la diferencia
intrínseca entre la reserva de Ley tributaria (arts. 31.3 y 133 CE) y la sancionadora (art. 25.1 CE),
que nos ha llevado a afirmar en la STC 194/2000, de 19 de julio, F. 9, que la reserva de ley san-
cionadora del art. 25.1 CE es más estricta que la del art. 133.1 CE; ello se debe a que, mientras
la reserva de ley tributaria sirve al fin de la autodisposición en el establecimiento de los deberes
tributarios, así como a la preservación de la unidad del ordenamiento y de una básica posición
de igualdad de los contribuyentes (SSTC 19/1987, de 17 de febrero, F. 4; 233/1999, F. 10.c), la re-
serva de ley sancionadora garantiza la posición jurídica de cada ciudadano en relación con el
poder punitivo del Estado. Y en segundo lugar, porque la doctrina sentada en la STC 233/1999
se forma en relación con dos tributos locales (tasas y precios públicos) donde se identifica un
elemento sinalagmático muy relevante para la concepción flexible de la reserva de Ley».

96 STC 132/2001, de 8 de junio (FJ 6).
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tampoco se exige aquí que la ley establezca una clase específica de san-
ción para cada grupo de ilícitos, sino una relación de las posibles san-
ciones que cada Ordenanza Municipal puede predeterminar en fun-
ción de la gravedad de los ilícitos administrativos que ella misma
tipifica».

— Desde la perspectiva de la potestad reglamentaria, debemos ser
conscientes de que se trata de una potestad aplicativa del derecho (en
este caso sancionando conductas contrarias a la ley), pero no de una po-
testad creativa del derecho, que es la que se ejerce, en sus términos
esenciales, a través de la tipificación de las infracciones y sanciones97. 

— Llegados a este punto, y conscientes de que la importancia estriba
en determinar el alcance que la reserva de ley tiene en el ejercicio de la
potestad reglamentaria sancionadora, y en cuya comprensión ha sido
capital la evolución jurisprudencial, debemos destacar el paso dado
por el legislador. En este sentido, mediante la Ley 57/2003, de 27 de no-
viembre, de Medidas de Modernización del Gobierno Local, se introduce
un nuevo Título XI denominado «Tipificación de las infracciones y
sanciones por las Entidades locales en determinadas materias». De tal
manera que en defecto de normativa sectorial específica, y con la fi-
nalidad de que ello no se interponga en la obligatoriedad que toda Ad-
ministración pública tiene de cumplir y hacer cumplir el ordenamien-
to jurídico, se lleva a cabo una habilitación legal a través del artículo 139
LBRL. Ahora bien, el reglamento local deberá respetar la ley98 y, por
ende, los márgenes de actuación dados al regular la clasificación de
las infracciones y en cuanto a la determinación de las sanciones. En este
punto, y partiendo de que el legislador se limita a establecer sanciones
económicas, debe quedar claro que el reglamento local no podrá esta-
blecer otro tipo de sanciones y, siendo sanciones económicas, no exceder
la horquilla establecida en la LBRL. Estando asimismo prohibidas las
interpretaciones extensivas. Es decir, no cabe la analogía ni acudir a in-
terpretaciones no previstas en sus términos esenciales en la ley.

— Finalmente, debemos saber que las afirmaciones realizadas has-
ta ahora son predicables respecto a la relación general de supremacía que
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97 STS de 30 de noviembre de 2010 (FJ 3).
98 En opinión de FUENTETAJA: «Resulta discutible que estos criterios definidos en sede de

legislación básica de régimen local con la consiguiente generalidad que esta técnica legisla-
tiva permite cumplan las exigencias de reserva de ley que se derivan del artículo 25.1 CE, in-
cluso con la flexibilización operada por la jurisprudencia constitucional, y que, por tanto, am-
pare directamente la determinación de infracciones y sanciones por las Entidades locales, a
pesar de que ésa es su intencionalidad (así lo prueba el hecho de que los criterios de la nor-
ma básica sólo se ven desplazados “en defecto de normativa sectorial específica”)». J. FUEN-

TETAJA PASTOR y C. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, «Competencias y potestades de las entidades lo-
cales», en VV.AA., Manual de Derecho Local, Iustel, 2010, pág. 304. Respecto al papel de la
modificación legislativa señalada, vid. STS de 30 de noviembre de 2010 (FF.JJ. 3 y 4).
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caracteriza la situación de los administrados con respecto a los pode-
res públicos. Junto a las cuales existen las denominadas relaciones de
sujeción especial, en las que, aun admitiéndose una mayor flexibili-
dad en la interpretación del principio de legalidad respecto al ejercicio
de la potestad sancionadora local, debe quedar claro que una sanción
carente de toda base normativa legal resultaría lesiva del derecho fun-
damental que reconoce el artículo 25.1 CE99.

4. La potestad reglamentaria local y la libertad de empresa

Respecto a la libertad de empresa, cuestión actualmente conectada
con la problemática medioambiental, debemos mencionar la juris-
prudencia diversa, con la que se van resolviendo situaciones desde
una perspectiva puramente casuística, conectada con la posibilidad
de que el reglamento local complemente el contenido de la ley pero sin
contravenirlo100. Este ámbito, especialmente proclive al conflicto por
el previsible exceso del reglamento local —en relación con las liberta-
des de los ciudadanos—, pone de manifiesto las dificultades para de-
finir de una manera precisa el ámbito de actuación de tan exorbitan-
te potestad. 
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99 A este respecto resulta fundamental atender a las SSTC 2/1987, de 21 de enero, en re-
lación con un preso (FJ 2); 69/1989, de 20 de abril, en relación con un policía nacional (FJ 1);
219/1989, de 21 de diciembre, en relación con un arquitecto colegiado (FJ 3). Como refleja
la STC 132/2001, de 8 de junio, en su FJ 4. Destacando al respecto el voto particular disidente
de la Sentencia de referencia, formulado por el magistrado D. Fernando Garrido Falla, y al
que se adhiere D. Manuel Jiménez de Parga y Cabrera. Asimismo, resulta interesante el pro-
nunciamiento del TSJ de Asturias (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª) en la
Sentencia 512/2001, de 11 de junio (FD 3), señalando que «no cabe hacer rebaja en la exigencia
del cumplimiento del principio constitucional, pues aunque es cierto que la aplicación de di-
cho principio de legalidad sancionadora, en el ámbito de las relaciones de sujeción especial
ha dado lugar a una cierta vacilación doctrinal y jurisprudencial, de modo que la más laxa
ha admitido que se considera satisfecha la necesidad de habilitación legal, por la sola exis-
tencia de una norma con rango de Ley que a la Administración faculte para organizar, regular,
e intervenir en el funcionamiento de un servicio, o la protección de un bien de uso público,
sin que se reconsidere necesario una específica cobertura legal, no es menos cierto como sos-
tiene y declara la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de febrero de 1997, invocando otras
del mismo Tribunal, que esa concepción laxa no es una línea jurisprudencial constante y
homogénea, sino que existe mejor doctrina en la que se parte de una concepción más rigu-
rosa de las exigencias del principio de legalidad en el orden sancionador, aun en el ámbito de
relaciones de sujeción especial, dando por sentado que también en este ámbito es necesaria
una regulación de las infracciones y sanciones en sede de Ley, rechazando la posibilidad de
regulaciones reglamentarias no conformes con la de la regulación de la Ley, por mucho que
se abran espacios a la colaboración del Reglamento en los términos previstos en el aparta-
do 3.° del citado artículo 129 de la vigente Ley 30/92, pues como señala dicho apartado las
especificaciones o graduaciones reglamentarias nunca pueden constituir nuevas infracciones
o sanciones, ni alterar su naturaleza».

100 Al respecto, vid. J. L. RIVERO YSERN, Manual de Derecho Local, Civitas, 2010,
págs. 100 y 101.
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Consecuentemente y al hilo de la jurisprudencia sobre la materia,
debemos destacar:

— Al otorgar la Constitución autonomía a los entes territoriales
locales para la gestión de sus intereses, y al facultar la Ley 7/1985 a
los municipios a intervenir la actividad de los ciudadanos por medio de
ordenanzas —art. 84.1.a)—, de acuerdo con lo dispuesto en los artícu-
los 9 y 103 CE y el artículo 6.1 de la propia Ley 7/1985, ajustando su ac-
tividad interventora a los principios que señala el artículo 84.2 de la Ley
7/1985, se produjo una remisión normativa al reglamento (ordenan-
za), para regular ciertos aspectos que son complemento indispensable
de la ley. 

— Es cierto que el reglamento (ordenanza) no puede contener man-
datos nuevos ni restringir el contenido de la ley. Salvado eso, y exis-
tiendo un motivo o justificación objetivos, una ordenanza que sea res-
petuosa con la Constitución y complemente a la Ley 7/1985 no puede
ser declarada ilegal101. La ordenanza debe, por tanto, respetar los prin-
cipios de:

• Igualdad de trato. 
• Congruencia con los motivos y fines justificativos.
• Y respeto a la libertad individual.

— En este mismo sentido, el Tribunal Supremo escenifica la com-
petencia para intervenir y sus limitaciones: 

• Congruencia.
• Proporcionalidad.
• Respetando la naturaleza y fin de la regulación legal.
• Colaborando en la delimitación de la libertad de empresa pero sin

cercenarla. Simplemente, colaborando en su oportuna modula-
ción en cumplimiento de las competencias atribuidas por el or-
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101 STS de 15 de junio de 1992 (FJ 2). Asimismo, la STS de 7 de julio de 1999 advierte que
«ciertamente el artículo 84 de la Ley 7/1985, permite a las Entidades Locales intervenir en la ac-
tividad de los ciudadanos por medio de Ordenanzas y Bandos; pero también lo es que el apar-
tado 2 de dicho precepto se establece que dicha intervención habrá de acomodarse a determinados
postulados, tendentes todos ellos a garantizar el respeto a la libertad individual, y también que
la misma no puede contravenir lo estatuido por otros órdenes normativos superiores. Para ex-
presarlo con la frase contenida en la Sentencia de esta Sala de 22 de julio de 1992, la autonomía
municipal es una “autonomía en blanco”, aunque de menor entidad que la estatal y la de las Co-
munidades Autónomas, a cuyas potestades se encuentra subordinada, máxime en todos aque-
llos campos que excedan a las competencias propias y específicas del Ente Local correspon-
diente, y en las que se limita a compartir con las últimamente mencionadas la facultad de
gestionar y ordenar las actividades correspondientes sin poder extravasar el límite de la potes-
tad compartida que le ha sido señalado, como ocurre en la protección del medio ambiente y la
política de emplazamiento de las actividades clasificadas […]» (FJ 2).
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denamiento jurídico y que no pueden sino ejercerse en el seno del
mismo102. 

Por tanto, el Reglamento puede ser complementario de la misma
para hacer efectivo su contenido, pero no para contradecirlo (o, lo que
es lo mismo, debe ser congruente y complementario).

— Lo que nos lleva a tener que realizar un análisis del alcance de
una regulación prater legem, no contraviniendo las leyes, pero sí am-
pliando la normatividad en desarrollo de la autonomía local. En este
sentido, el Tribunal Supremo advierte que «el problema planteado no
es en realidad el de la jerarquía normativa sino el de la ordinamenta-
lidad del reglamento, es decir, si un reglamento en desarrollo de la ley,
como lo es la Ordenanza local, puede incorporar dichas reglas en el sen-
tido de aclarar, desarrollar y concretar preceptos legales, dictar nor-
mas de procedimiento y regular la organización, cuestiones todas ellas
que forman parte del contenido de los reglamentos e indirectamente in-
ciden en los derechos y deberes de los ciudadanos lo que pueden hacer,
incluso condicionándolos. Pero ello es cosa distinta de que sobrepasen
el modo como ha delimitado la Ley la esfera jurídica de los particula-
res, definiendo los derechos subjetivos y los deberes y requisitos nece-
sarios para ser titulares de aquellos derechos. Esta última es una cues-
tión propia de la ley, y no puede ser sobrepasada por una norma
reglamentaria como lo es la Ordenanza local»103.

Consecuentemente, la autonomía local ha sido configurada por la
Ley 7/1985, de 8 de abril, como una autonomía subordinada a las po-
testades del Estado y de las Comunidades Autónomas, puesto que las
entidades locales han de cumplir las leyes emanadas de ambos. De ello
se deduce, sin duda alguna, que las ordenanzas locales, por su rango re-
glamentario, se encuentran subordinadas a las leyes en los términos se-
ñalados en el FJ 3104.

— La ordenanza tiene un carácter complementario y subordinado.
Debiendo respetar el contenido de la ley y no pudiendo introducir res-
tricciones no previstas en la misma o sensiblemente más restrictivas105.

V. CONCLUSIONES

En conclusión, el principio de autonomía local está siendo entendido
como un elemento «modulador» del principio de reserva de ley. Po-
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102 STS de 7 de julio de 1999.
103 STS de 22 de julio de 1992 (FJ 3)
104 STS de 22 de julio de 1992 (FJ 4).
105 STS de 22 de febrero de 2010.
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niendo de manifiesto que la potestad reglamentaria y su ejercicio son
inherentes a la autonomía constitucionalmente consagrada. Siendo
asimismo importante el modelo descentralizado auspiciado en nuestra
norma fundamental y la representatividad democrática derivada del
Pleno. En este sentido y conscientes de que la reserva de ley limita el al-
cance de la potestad reglamentaria local, se pone de manifiesto —a su
vez— la influencia que la autonomía local constitucionalmente reco-
nocida y la legitimación democrática de sus órganos permiten delimi-
tar también el ejercicio de la potestad legislativa. 

Por otro lado, es importante dejar claro el significado y alcance de
la vinculación negativa que, para el propio Tribunal Supremo, carac-
teriza la relación entre la norma local y la ley. De tal forma que el re-
glamento local puede desplegarse sobre cualquier materia siempre que
ostente competencia local expresa, se constate la existencia de interés
público y cuando respete la ley106 en los términos explicados (principio
de legalidad, reserva de ley y habilitación legal). Siendo el problema,
cierto es, la concreción efectiva del significado de la autonomía local,
como límite al legislador y elemento definidor del ámbito material de
la potestad reglamentaria local.

En este sentido, podemos destacar: 
La potestad reglamentaria local goza de ciertas singularidades en

relación a los reglamentos aprobados por la Administración estatal o la
autonómica. Es una potestad inherente a la autonomía local, cuyos ti-
tulares gozan de legitimidad democrática, y caracterizada por dar una
mayor participación en su elaboración a los particulares. Semejantes
singularidades vienen a exigir una ampliación del espacio que al regla-
mento local pudiera llegar a corresponder (por comparación con los re-
glamentos estatales y autonómicos). A tales efectos habrá que determi-
nar los posibles límites al ejercicio de dicha potestad, cuya consecuencia
será la delimitación del espacio u ámbito material de actuación.

La potestad reglamentaria local y los productos normativos deri-
vados de su ejercicio se encuentran sometidos al principio de jerar-
quía normativa. Siendo inadmisible la aprobación de reglamentos lo-
cales contra legem.
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106 En torno a la cual gira todo el debate, por cuanto hay que definir cuál es su ámbito
de actuación y, por ende, el de la reserva de ley. Una cosa es que se reduzca el contenido exi-
gible para cumplir con dicha reserva y otra que se prescinda de dicha exigencia constitucio-
nal. Si es cierto que el legislador debe ser respetuoso con la autonomía local constitucional-
mente consagrada, otro tanto debe deducirse del papel que le corresponda al municipio en
ejercicio de su potestad reglamentaria, cuyo ejercicio, como no puede ser de otra manera, que-
da vinculado a la ley. Por todo lo cual, la vinculación negativa permitirá la actividad en tan-
to en cuanto se respete la reserva de ley (de existir) y no se aprueben reglamentos contra le-
gem. Existiendo supuestos en los que se permita una regulación creativa (p. ej., en materia
organizativa) junto a otros en los que será aplicativa de derecho.
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Corresponde al legislador definir el ámbito de actuación, dentro
del cual podrá ejercerse la potestad reglamentaria local, si bien respe-
tando la autonomía local, constitucionalmente consagrada.

Como consecuencia de lo cual, siendo cierta la relación de jerarquía
entre la ley y el reglamento local, exige una reinterpretación no ya del
alcance material del reglamento local (directamente vinculado al mar-
gen que pueda dejar el legislador), sino del ámbito de actuación del
propio legislador, toda vez que se encuentra vinculado por la Consti-
tución y, por ende, al principio de autonomía local. No siendo admisi-
ble una regulación completa por parte del legislador que anule por
completo la mencionada autonomía (siempre dentro de un análisis
por materias, en los términos ya estudiados a lo largo del presente tra-
bajo). Es decir, habrá que atender a la reserva de ley y a su alcance
real, cuestión sólo discernible sobre la base de la materia objeto de
análisis y estudio. 

Pero sin que todo ello suponga confundir autonomía local con so-
beranía107, ni permita la actuación de la Administración local en ejer-
cicio de la potestad reglamentaria al margen de la ley, ni en contra de
la necesaria unidad e igualdad (siendo cierto al respecto que unidad no
es uniformidad, y que debe respetarse la autonomía local en su ejerci-
cio y para su ejercicio), ni sin la existencia de competencia local que le
habilite para ello (y sirviendo de conexión entre la autonomía local, el
ejercicio de la potestad reglamentaria y la defensa de los intereses lo-
cales), y respetando en todo momento el ámbito material que de con-
formidad con la Constitución corresponda al legislador.

En dicho proceso debemos destacar el importante papel de la ju-
risprudencia (tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Consti-
tucional) a los efectos de delimitar el ejercicio de la potestad regla-
mentaria local. Jurisprudencia a la que hemos hecho referencia durante
el trabajo y que resulta ser expresiva de la amplia evolución que ha su-
frido la comprensión de las singularidades derivadas de tan impor-
tante potestad y sus innegables —aunque limitadas— consecuencias. 

En definitiva, a la hora de definir el espacio que el legislador deja
—o debe dejar— a la autonomía local y —como expresión de la mis-
ma— a la potestad reglamentaria local es preciso ser conscientes de la
necesaria existencia de competencia municipal expresa sobre la mate-
ria, el análisis de la existencia de reserva de ley108 y su verdadero alcance
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107 Comparación ésta que resulta a todas luces excesiva, pero que es necesaria con la fi-
nalidad de escenificar, de la manera más rotunda posible, que la autonomía en general, y la
local en particular, nacen limitadas.

108 Conscientes en todo momento de que la ley no es soberana para abrir el ámbito de ac-
tuación del municipio, renunciando, por tanto, a cumplir con el principio de reserva de ley.
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a los efectos de poder justificar la habilitación legal del reglamento lo-
cal y, en ausencia de la misma o tras cumplir con sus contenidos, que
su concreción no vulnere ni contradiga la ley. A estos efectos, el espa-
cio que corresponde al reglamento local debe analizarse por materias,
admitiendo dos posibilidades. Una, consistente en definir el ámbito
material de actuación del municipio. Otra, en nuestra opinión más
sencilla, a la luz de la propia jurisprudencia, en la que quede definida
la labor que, en cualquier caso y con origen en la reserva de ley, co-
rresponde al legislador, quedando el resto del espacio en manos del re-
glamento local. Reflexiones éstas que hemos tratado de concretar al
hilo de un estudio no sólo teórico, sino también jurisprudencial. Cuyo
resultado revela que, admitiéndose una amplitud del ámbito material
de actuación del reglamento local, resulta reducido en atención a la
capacidad para crear derecho. Lo primero, porque en los casos en los
que es posible (materia organizativa o tributaria, por poner dos ejem-
plos) deberá respetar el marco legal, sin contradecirlo ni desnaturali-
zarlo. Es más, semejante conclusión se deriva de la expresión utiliza-
da por la propia jurisprudencia, consistente en tratar de delimitar el
ámbito de «colaboración» del reglamento local con la ley. Lo segundo,
porque en muchos casos se tratará de reglamentos cuya función será
la de dar cumplimiento a los contenidos previamente definidos y con-
cretados por la ley. De tal manera que una cosa es la singularidad que
justifica la aparición del reglamento local (remitiéndonos ahora al es-
tudio del significado y alcance de la habilitación legal) y otra bien dis-
tinta su contenido. Debiendo diferenciar al respecto las normas crea-
doras de derecho de aquellas otras cuya función estriba en la oportuna
aplicación —sobre el caso concreto— de la legislación.

Cuestiones todas ellas importantes en atención a la trascendencia
que tiene el ejercicio de una potestad como la reglamentaria. Teniendo
su origen y razón de ser en la autonomía, no es menos cierto que ésta
es una realidad que nace limitada, no permitiendo la configuración de
una potestad —al albur de la misma— absoluta. Razones por las que su
configuración y ejercicio han sido objeto de nuestro estudio, con la fi-
nalidad de tratar de lograr su oportuna delimitación en aras de la cohe-
rencia normativa y necesaria seguridad jurídica.
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